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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Visión general

1. Los Estados Unidos son uno de los mayores productores, exportadores e importadores de productos agropecuarios del mundo.  En 2004, el promedio de los aranceles NMF aplicados en la agricultura fue del 9,7 por ciento (el promedio correspondiente a los demás productos fue del 4 por ciento;  véase el capítulo III).  Los pagos oficiales a los productores agropecuarios, en proporción a los ingresos netos de las explotaciones, se redujeron de un 48 por ciento en 2000 a un 16 por ciento en 2004.  Esta disminución se registró a pesar de que, desde que se dictó la Ley de Seguridad Agrícola e Inversión Rural de 2002, aumentó la proporción de los pagos anticíclicos y los correspondientes a los programas de préstamos en el total de los pagos oficiales.  Los pagos ad hoc de urgencia siguen complementando los otros pagos oficiales y los seguros de cosechas con patrocinio oficial.

2. En julio de 2005 el Departamento de Agricultura anunció que había enviado al Congreso un proyecto de modificaciones legislativas para cumplir las decisiones del Grupo Especial correspondiente y el Órgano de Apelación sobre la compatibilidad con el régimen de la OMC de diversas medidas estadounidenses de ayuda para el algodón americano (upland).  El Departamento de Agricultura anunció también que a partir de 2005 utilizaría en sus programas de garantía del crédito a la exportación una "estructura de comisiones basada en el riesgo", respondiendo a una constatación de la OMC de que tales programas se habían suministrado "a tipos de prima insuficientes".

3. El sector de los servicios financieros es una de las actividades de más acelerado crecimiento en la economía estadounidense.  Sólo se han registrado modificaciones de importancia relativamente menor en la legislación de los Estados Unidos respecto de los servicios financieros desde el último examen de sus políticas comerciales.  Entre las modificaciones, el 1º de enero de 2005 entró en vigor un nuevo sistema de clasificación de los conglomerados financieros que incluyan un banco, a fin de fortalecer la supervisión de tales conglomerados.  La nueva clasificación hace hincapié en la gestión del riesgo e introduce un marco más completo para el análisis y la clasificación de los factores financieros.

4. En todos los Estados está permitida la entrada inicial en el mercado estadounidense mediante el establecimiento o la adquisición de una filial de un banco nacional por un extranjero.  En la mitad de los Estados aproximadamente, existen limitaciones a la entrada inicial o la ampliación, por extranjeros, mediante la adquisición o el establecimiento de un banco comercial constituido en un Estado.  Los bancos de propiedad extranjera, a diferencia de los nacionales, están obligados a establecer una filial bancaria asegurada para aceptar o mantener depósitos minoristas de nacionales cuyo importe sea menor de 100.000 dólares EE.UU.  Los Estados Unidos también siguen, a nivel federal, la política de otorgar el trato nacional a las sucursales, agencias, filiales de valores y otras operaciones de los bancos extranjeros en el país.  Sin embargo, existen algunas limitaciones del acceso al mercado a nivel de los Estados para el establecimiento de filiales o agencias;  y en una tercera parte de los Estados, aproximadamente, para el establecimiento de oficinas de representación de bancos extranjeros.

5. El sector estadounidense de servicios de seguros está reglamentado fundamentalmente a nivel de los Estados.  Las compañías, agentes y corredores de seguros deben obtener una licencia de conformidad con las leyes de cada Estado en que se encuentre el riesgo que se proponen asegurar, pero los Estados de los Estados Unidos han aplicado un sistema de licencias recíprocas para los agentes y corredores de seguros, así como otras diversas iniciativas para facilitar las operaciones en múltiples Estados.  Se aplica un impuesto federal sobre las pólizas de seguro que cubren riesgos situados en el país, al tipo del 1 por ciento del importe bruto de las primas sobre todos los reaseguros, pero la tasa es del 4 por ciento para los seguros generales cuando el asegurador no está sujeto al impuesto estadounidense sobre los ingresos netos respecto de las primas.

6. El mercado estadounidense de las telecomunicaciones está abierto a la participación extranjera y es fuertemente competitivo.  En diciembre de 2004, la Comisión Federal de Comunicaciones dictó una nueva reglamentación que redefine el grado en que las firmas ya instaladas están obligadas a facilitar elementos de sus redes a otras empresas.

7. No se han registrado desde 2004 cambios importantes en la política o la legislación en materia de transporte marítimo.  La Ley Jones reserva el servicio de cargas entre puntos situados en los Estados Unidos a los buques matriculados y construidos en el país y que pertenezcan a una empresa estadounidense, y cuyo personal esté formado por ciudadanos estadounidense en un 75 por ciento.  La Ley Jones no impide que las empresas extranjeras establezcan compañías navieras en los Estados Unidos siempre que cumplan los requisitos relativos al personal estadounidense.  Los servicios internos de pasajeros están sujetos a prescripciones análogas en virtud de la Ley de Servicios de Transporte de Pasajeros de 1886.  En cambio, el mercado estadounidense de transporte marítimo internacional está abierto en general a la competencia extranjera.  Existen, sin embargo, algunas preferencias de carga en vigor para las cargas generadas por organismos públicos, el petróleo, los cargamentos agrícolas en el marco de determinados programas de asistencia exterior, y cuando un organismo público estadounidense concede préstamos a la exportación o garantías de crédito.

8. No se han producido desde 2004 modificaciones legislativas importantes que afectaran al sector del transporte aéreo.  Subsisten restricciones en el acceso al mercado a través de requisitos de propiedad y control estadounidenses.  Toda participación extranjera en la propiedad de una empresa estadounidense está limitada a un máximo del 25 por ciento de las acciones con derecho de voto.  El suministro de servicios internos de transporte aéreo sólo se permite a las empresas estadounidenses.  La Ley "Fly America" exige que el transporte financiado por el Gobierno de los Estados Unidos sea realizado por transportistas aéreos nacionales, pero permite que el Gobierno federal celebre acuerdos bilaterales o multilaterales que autoricen a transportistas aéreos extranjeros para suministrar tales servicios.  Los Estados Unidos han celebrado dos acuerdos de esa clase.  Los problemas financieros han seguido afectando a varias empresas de transporte aéreo estadounidenses, en parte por el aumento de los precios del combustible, la fuerte competencia y el alto costo de las pensiones.  Cuatro de las principales empresas de transporte aéreo estadounidenses se encuentran en reorganización con arreglo al capítulo 11 del Código de Quiebras de los Estados Unidos (octubre de 2005).

2) Agricultura

i) Marco legal y asistencia general

9. La Ley de Ordenación Agraria de 1938 y la Ley de Agricultura de 1949 constituyen lo que se denomina el marco legal "permanente" que rige el sostenimiento de los precios de los productos básicos y la ayuda a los ingresos en los Estados Unidos.  El Congreso federal dicta periódicamente leyes que modifican y suspenden disposiciones de las leyes permanentes.  La última ley de ese tipo fue la Ley de Seguridad Agrícola e Inversión Rural de 2002 (la "Ley de Agricultura de 2002"), promulgada por el Presidente de los Estados Unidos en mayo de 2002.  Además, el Congreso presta asistencia complementaria y ayuda de urgencia ad hoc mediante otras leyes.

10. Los pagos a productores agrícolas estadounidenses llegaron en 2004 a 13.300 millones de dólares EE.UU.;  las estimaciones preliminares del Departamento de Agricultura pronostican para 2005 un aumento de los pagos oficiales a cerca de 21.400 millones de dólares EE.UU. (gráfico IV.1).  Según esas estimaciones preliminares, el aumento previsto estaría impulsado en gran medida por los pagos anticíclicos, casi cuadriplicados, y el de los pagos de urgencia ad hoc, aumentados siete veces respecto de 2004 (véase infra).
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Gráfico IV.1

Pagos oficiales a los productores agrícolas, 1993-2005 
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11. La estimación de la OCDE de la ayuda a los productores ofrece un cálculo más completo de la ayuda, que incluye los pagos oficiales a los productores y el sostenimiento de precios.  La estimación referente a los Estados Unidos en 2003 fue de 35.600 millones de dólares EE.UU.
  El porcentaje respecto de los ingresos brutos del productor fue del 15 por ciento, frente al 30 por ciento registrado en el conjunto de la OCDE.  Los datos provisionales de 2004 indican un aumento de la estimación de la ayuda a los productores a 46.500 millones de dólares EE.UU., equivalentes al 18 por ciento de los ingresos brutos de los productores, lo que pone fin a la tendencia descendente registrada desde 1999.  Los productos que reciben más ayuda, según la proporción estimada de la ayuda a los productores respecto de los ingresos brutos en 2004, son el azúcar, la leche, otros cereales y el trigo.
  La OCDE observó que "si bien la ayuda es inferior al promedio de 1986‑88 [el último período de base medido por la OCDE], se encuentra por encima de los niveles de mediados del decenio de 1990, y las formas de ayuda que causan mayor distorsión de la producción y el comercio siguen siendo importantes, contribuyendo a contener la subida de los precios mundiales".

12. En marzo de 2003 se estableció un grupo especial de la OMC para examinar la compatibilidad con el régimen de la OMC de diversas medidas de los Estados Unidos de ayuda al algodón americano (upland).  El Grupo Especial dio traslado de su informe en septiembre de 2004.  Los Estados Unidos apelaron contra varias de las constataciones del Grupo Especial.
  En marzo de 2005, el Órgano de Apelación de la OMC dio a conocer su informe, que confirmó la mayor parte de las constataciones del Grupo Especial.  El Órgano de Apelación confirmó la constatación de que las medidas de ayuda basadas en los precios que aplicaban los Estados Unidos habían tenido un efecto significativo de contención de la subida de los precios del algodón en el mercado mundial, causando un "perjuicio grave" a los intereses comerciales de otros Miembros de la OMC.
  También confirmó la constatación de que las garantías del crédito a la exportación para productos básicos no consignados en listas, como el algodón americano (upland) y la soja, son subvenciones a la exportación prohibidas.

13. En julio de 2005, el Departamento de Agricultura anunció que se había remitido al Congreso un proyecto de modificaciones legislativas destinadas a cumplir las decisiones del Grupo Especial y el Órgano de Apelación.
  El objetivo de las modificaciones propuestas es eliminar el programa de ayuda para el algodón conocido como programa de "pagos de la Fase 2" (sección iii) c)), suprimir el tope legal de las comisiones que se cobran en los programas de garantía del crédito a la exportación, y poner fin a un programa de garantías de crédito a la exportación a mediano y largo plazo (sección iv) b)).  El Departamento de Agricultura anunció que a partir de julio de 2005 emplearía en sus programas de garantía de crédito a la exportación una estructura de comisiones basada en los riesgos, respondiendo a la constatación de la OMC de que tales programas se habían concedido "a tipos de prima insuficientes para cubrir a largo plazo los costos y pérdidas de funcionamiento de los programas …".

14. En octubre de 2005, los Estados Unidos presentaron una propuesta amplia sobre el comercio agrícola en el contexto de la Ronda de Doha.

ii) Medidas en frontera

15. El promedio de los aranceles NMF aplicados a la agricultura (definición de la OMC) en 2004 fue del 9,7 por ciento (incluyendo los equivalentes ad valorem de los tipos no expresados ad valorem).  Esto representa casi dos veces y media la protección que se otorga al sector no agrícola (capítulo III 2) ii)).

16. Alrededor de 195 líneas arancelarias están sujetas a contingentes arancelarios (cuadro AIV.1).  El promedio aritmético de los aranceles NMF fuera de contingente fue, en 2004, de casi un 49 por ciento;  el promedio dentro del contingente fue del 9 por ciento.
  Cerca del 91 por ciento de los aranceles fuera de contingente son aranceles no expresados ad valorem, frente a casi un 28 por ciento de los aranceles dentro de los contingentes.  La última notificación de contingentes arancelarios efectuada por los Estados Unidos se refiere a 2003.

17. Ciertas partes de los contingentes arancelarios se asignan generalmente a determinados países.  Así ocurre con la mayoría de los productos sujetos a contingentes arancelarios, con inclusión de la carne de bovino, ciertos productos lácteos, los cacahuetes y la mantequilla de cacahuete, el chocolate en copos y el tabaco (cuadro AIV.1).  Además de los contingentes arancelarios estipulados en su Lista de compromisos de la OMC, los Estados Unidos han asignado otros contingentes arancelarios a sus interlocutores comerciales en régimen preferencial en virtud de acuerdos de libre comercio (capítulo III 2) ii) d)).

18. El acceso a los contingentes arancelarios se otorga sobre la base del orden de las solicitudes, salvo para los productos lácteos y el azúcar.  En el caso de los productos lácteos se da acceso a importadores "tradicionales", importadores "preferenciales" designados en función del país de origen, y sobre la base de un sorteo.  Puede emplearse un único método o más de uno, según el producto de que se trate.  Se utiliza un sistema de licencias para administrar el acceso.
  Puede solicitar licencia cualquier importador, incluidos los fabricantes de productos similares.

19. El acceso a los contingentes arancelarios de azúcar en bruto se otorga a los países exportadores y no a los importadores.  Se administra mediante certificados de admisibilidad
;  el Departamento de Agricultura los otorga sobre la base de las asignaciones determinadas por el USTR.  Las importaciones de azúcar en bruto deben ir acompañadas de un certificado de admisibilidad dentro de los contingentes validado por la autoridad certificadora del país exportador.  Los certificados son gratuitos.

20. Los pagos oficiales directos a productores agropecuarios estadounidenses llegaron en 2004 a 13.300 millones de dólares EE.UU., alrededor de un 16 por ciento de los ingresos netos de los productores.  Este nivel es considerablemente inferior al de 2000, cuando esos pagos directos alcanzaron un valor de 22.900 millones de dólares EE.UU., equivalentes a casi un 48 por ciento de los ingresos netos de los productores.  Las estimaciones preliminares del Departamento de Agricultura prevén un aumento de los pagos oficiales en 2005, a cerca de 21.400 millones de dólares EE.UU. (gráfico IV.1).  El aumento previsto estaría impulsado en gran medida por los pagos anticíclicos, casi cuadriplicados, y el de los pagos de urgencia ad hoc, aumentados siete veces respecto de 2004.

21. Los Estados Unidos se han reservado el derecho a aplicar aranceles adicionales a las importaciones fuera de contingente de productos sujetos a contingentes arancelarios si sus precios de importación se sitúan por debajo de un precio de activación o las cantidades exceden de un determinado umbral, de conformidad con las disposiciones de salvaguardia especial establecidas en el párrafo 4 del artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.  También se puede imponer una salvaguardia basada en el volumen a los productos de carne de ovino, a pesar de que en la Lista de compromisos de los Estados Unidos no se consignan contingentes arancelarios para esos productos.  En enero de 2004, los Estados Unidos notificaron a la OMC que habían aplicado medidas de salvaguardia basadas en el precio a las importaciones de queso de tipo Americano durante los dos últimos meses de 2002.
  Las autoridades estadounidenses indicaron que no se habían aplicado salvaguardias basadas en el volumen en 2003 ni en 2004.

22. Los Estados Unidos invocan automáticamente medidas de salvaguardia basadas en el precio envío por envío.  Durante 2003 y 2004 se aplicaron salvaguardias basadas en el precio a la importación de carne de bovino, productos lácteos, cacahuetes, azúcar y preparaciones alimenticias.

iii) Programas de ayuda interna

23. La última notificación de los Estados Unidos sobre la ayuda interna abarca las campañas de comercialización de 2000 y 2001.
  Según esa notificación, la Medida Global de la Ayuda (MGA) Total Corriente de los Estados Unidos fue de 16.800 millones de dólares EE.UU en 2000 y de 14.400 millones en 2001.  El tope aplicable en la OMC desde 2000 es de 19.100 millones de dólares EE.UU. por año.  Alrededor de 50.000 millones de dólares EE.UU. de ayuda interna suministrada en cada uno de esos dos años se clasificaban como correspondientes al "compartimento verde" y no estaban sujetos a compromisos de reducción en la OMC.

24. En relación con la última notificación de los Estados Unidos sobre la ayuda interna, los Miembros de la OMC plantearon varias cuestiones en el Comité de Agricultura.
  Entre ellas figuraban las siguientes:  el aumento de los desembolsos correspondientes a los programas de los Estados para la agricultura y el programa de emergencia para la alimentación del ganado;  el elevado nivel de la ayuda referida específicamente al algodón, el arroz y la soja, y el aumento de la ayuda no referida a productos específicos;  y el alcance de las garantías oficiales correspondientes a los programas federales de seguro de las cosechas.  Varios Miembros también pusieron en tela de juicio la clasificación de los pagos de ayudas por pérdida de mercado en la categoría de la ayuda no referida a productos específicos.

25. La última notificación de los Estados Unidos sobre la ayuda interna no incluye la ayuda otorgada con arreglo a cualquiera de los programas comprendidos en la Ley de Agricultura de 2002.  Con el fin de evitar la infracción de compromisos del régimen de la OMC, el Secretario de Agricultura, en virtud del artículo 1601(e) de esa Ley, debe, "en la mayor medida que sea viable", ajustar los desembolsos en caso de que excedan de los compromisos asumidos por los Estados Unidos en la OMC.
  Antes de realizar cualquier ajuste, el Secretario de Agricultura debe presentar a las comisiones competentes del Congreso un informe en que se exponga "la medida del ajuste que ha de realizarse".
  Las autoridades de los Estados Unidos han indicado que la determinación dictada por el Secretario de Agricultura con arreglo al artículo 1601(e) sería "final y definitiva".
  Estas disposiciones nunca han tenido que emplearse.

26. Los principales instrumentos de ayuda interna que la Ley de Agricultura de 2002 establece o ratifica son los pagos directos y anticíclicos y los programas de préstamo (cuadro IV.1).  En 2003‑2004 representaron por término medio un 62 por ciento de los pagos oficiales totales a los productores agropecuarios.  Además, los Estados Unidos apoyan su sector agropecuario mediante la ayuda de urgencia y el seguro de las cosechas.

Cuadro IV.1

Pagos oficiales, 2001-05

(En millones de dólares EE.UU.)

	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005a

	Pagos por contratos de producción flexibleb
	4.040,4
	3.499,8
	-280,0
	-3,9
	0,0

	Pagos directos
	0,0
	367,1
	6.703,6
	5.242,4
	5.045,0

	Pagos anticíclicos
	0,0
	203,4
	2.300,7
	1.122,0
	4.100,0

	Primas complementarias de préstamos
	5.464,2
	1.196,7
	576,3
	2.859,9
	3.207,0

	Beneficios de préstamos para la comercialización
	707,7
	459,7
	198,1
	130,4
	457,0

	Certificados de valor neto
	..
	..
	1.242,8
	813,9
	1.114,0

	Pagos por adquisición de contingentes de cacahuete
	0,0
	983,0
	237,6
	24,7
	4,0

	Programa de pagos por pérdida de ingresos derivados de la leche
	0,0
	859,6
	913,0
	206,0
	20,0

	Programa de pagos de transición para el tabaco
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	962,3

	Pagos del programa de conservación
	1.933,7
	2.004,6
	2.198,9
	2.345,5
	2.549,6

	Pagos por programas especiales y de urgencia
	8.508,1
	1.616,2
	3.111,3
	557,2
	3.915,0

	Pagos por programas diversos
	73,3
	46,1
	6,8
	5,4
	6,0

	Total de pagos directos
	20.727,5
	11.236,3
	17.209,2
	13.303,6
	21.379,9


..
No se dispone de datos.
a
Previsión.

b
La promulgación de la Ley de Agricultura de 2002 canceló la facultad de otorgar pagos por contratos de producción flexible.
Fuente:
Servicio de Investigación Económica del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos [en línea].  Puede consultarse en:  http://www.ers.usda.gov/Data/FarmIncome/Finfidmu.htm [17 de octubre de 2005].

a)
Pagos directos

27. Tras la adopción de la Ley de Agricultura de 2002, los pagos directos sustituyeron los pagos por contratos de producción flexible, que estuvieron en vigor hasta 2002.  Los productos abarcados por el programa de pagos directos son los siguientes:  trigo, maíz, cebada, sorgo, avena, algodón americano (upland), arroz, soja, otras semillas oleaginosas y cacahuetes.  Los pagos se basan en las superficies y los rendimientos históricos.  No dependen de los precios actuales de los productos.  La Ley de Agricultura de 2002 establece cuantías unitarias fijas para los pagos de 2002‑2007.

28. En general, los productores que reciben pagos directos por un producto pueden plantar cualquier otro (o no plantar ninguno) en las tierras habilitadas al efecto.  Pero si los productores plantan y cosechan frutas, legumbres u hortalizas o arroz silvestre, los pagos directos se suprimen o se reducen.
  Las autoridades de los Estados Unidos señalan que esta limitación ha sido una característica de los programas agrícolas desde 1990, y que tiene por finalidad desalentar nuevas plantaciones de productos hortícolas.

b)
Pagos anticíclicos

29. El programa de pagos anticíclicos abarca los mismos productos que el de pagos directos.  Los pagos también se basan en las superficies y rendimientos históricos;  pero dependen de los precios corrientes.  Los pagos anticíclicos se efectúan cuando el tipo de los préstamos (véase infra) o el precio medio estacional más el pago directo, si fuera más alto, se sitúa por debajo del precio indicativo fijado por la Ley de Agricultura de 2002 para cada uno de los productos comprendidos.  La cuantía del pago anticíclico es igual a la diferencia entre el precio indicativo y el tipo del préstamo o el precio medio estacional más el pago directo, si fuera mayor.  Con arreglo al programa, también se eliminan o reducen los pagos si los productores plantan frutas, legumbres u hortalizas o arroz silvestre en las tierras habilitadas para los pagos anticíclicos.

c)
Programas de préstamos

30. Los programas de préstamos se ofrecen a los productores de trigo, arroz, maíz, sorgo, cebada, avena, algodón de fibra extralarga, soja, otras semillas oleaginosas, azúcar, cacahuetes, mohair, lana, miel, garbanzos pequeños, lentejas y guisantes secos.

31. En virtud de los préstamos para productos o de asistencia a la comercialización, los productores pueden obtener préstamos oficiales comprometiendo la producción como garantía.  La cuantía del préstamo se determina por la "tasa de préstamo", que se expresa en dólares EE.UU. por unidad de producción.  Las tasas de préstamo están fijadas por la Ley de Agricultura de 2002.  Cuando los precios de mercado son inferiores a la tasa de préstamo, los productores pueden ceder la producción comprometida como garantía a la Corporación de Créditos para Productos Básicos cancelando totalmente su deuda.
  Como se indicó en anteriores exámenes de las políticas comerciales de los Estados Unidos, estas cesiones constituyen un sostenimiento de los precios en la medida en que retiran productos del mercado.

32. Los productores, en virtud del programa de préstamos para comercialización, también pueden reembolsar los préstamos oficiales conforme a una "tasa de reembolso".  Esa tasa corresponde al precio ajustado del mercado mundial del arroz y el algodón, o el de otros productos en el mercado local si fuera inferior.

33. Otra posibilidad con que cuentan los productores en virtud del programa de primas complementarias de préstamos consiste en percibir la subvención del programa de préstamos para la comercialización sin tener que tomar y reembolsar después un préstamo para productos básicos.  La cuantía de la subvención se expresa en dólares de los EE.UU. por unidad de producción y equivale al exceso de la tasa de préstamo respecto de la tasa de reembolso.  En virtud del programa de primas complementarias de préstamos, los productores venden su producción en el mercado.

34. A principios de febrero de 2006, el Congreso aprobó una disposición legal que elimina, con efecto a partir de agosto de este mismo año, el programa de certificados para pagos al usuario para la comercialización, o de "Fase 2", que es una disposición especial para el algodón americano (upland).  En virtud de este programa, los usuarios y los exportadores nacionales de algodón americano (upland) recibían unos pagos cuando se cumplían determinadas condiciones de mercado.

d)
Programas de ayuda de urgencia y de seguro

35. Los pagos de los programas se complementan con pagos de urgencia ad hoc a los agricultores.  Además, el Gobierno ofrece seguros subvencionados contra las pérdidas resultantes de desastres naturales y las oscilaciones de precios.  Los programas de seguro agrícola se ofrecen en virtud de la Ley del Programa de Seguro de las Cosechas y sus modificaciones.
  Se ofrecen pólizas de seguro para más de 100 clases de cultivos.

36. Los productores pueden optar entre asegurar su rendimiento o sus ingresos.  Los productores asegurados reciben un pago cuando el rendimiento efectivo o los ingresos son inferiores a determinado nivel debido a causas incluidas en el seguro.  La insuficiencia de los ingresos puede deberse a bajos precios o a bajos niveles de producción.  El nivel básico de cobertura es el de los riesgos catastróficos, que se ofrece con una comisión administrativa de 100 dólares EE.UU.  Las primas están totalmente subvencionadas.  Los productores con cobertura de riesgos catastróficos que sufren pérdidas superiores al 50 por ciento del rendimiento reciben un pago equivalente al 55 por ciento del precio de mercado estimativo de la cosecha asegurada.  Los productores pueden obtener una cobertura de nivel más alto, pero la parte subvencionada de las primas disminuye al aumentar la cobertura.  El Departamento de Agricultura reasegura a las compañías de seguros que ofrecen seguro de las cosechas, con lo cual cubre los gastos de la póliza y toma a su cargo una parte de sus gastos administrativos.

37. En 2004, las subvenciones de primas alcanzaron un total cercano a 2.500 millones de dólares EE.UU. y representaron cerca del 60 por ciento del costo de las primas.
  Los desembolsos totales por seguro de las cosechas aumentaron por término medio casi un 14 por ciento anual entre 1995 y 2003.

e)
Otros programas de ayuda

38. La Ley de Reforma Justa y Equitativa del Tabaco de 2004 puso fin a todos los contingentes de producción y demás mecanismos de sostenimiento de precios para el tabaco a partir de la campaña agrícola de 2005.  La Ley establece un gravamen aplicable a los productores e importadores de productos de tabaco para financiar indemnizaciones a los titulares de contingentes de tabaco y sus productores.
  La cuantía del gravamen se determinará por la Corporación de Créditos para Productos Básicos sobre la base de una estimación de los desembolsos anuales correspondientes a la Ley y la participación de los productores y los importadores en el mercado respecto de cada producto sujeto al gravamen.  Las indemnizaciones se basan en las cuotas y la producción históricas y se harán efectivos en 10 anualidades.  Los desembolsos totales correspondientes a la Ley se estiman de 10.000 millones de dólares EE.UU.

39. La Ley de Agricultura de 2002 establece pagos de incentivo a los productores de trigo duro blanco durante las campañas agrícolas de 2003 a 2005.  Los incentivos se pagan a razón de 0,20 dólares EE.UU. por bushel.  Los pagos no pueden exceder de 12 dólares por acre.  Se pagan dos dólares más por cada acre plantado con semilla certificada.

f)
Otros programas

40. La Ley de Acuerdos de Comercialización de Productos Agrícolas de 1937 autoriza al Secretario de Agricultura a dictar órdenes de comercialización obligatorias.  Tales órdenes pueden dictarse para las frutas, legumbres u hortalizas, cultivos especiales y leche.  Las órdenes se refieren a una zona geográfica determinada y son obligatorias para los "manipuladores", es decir, quienes reciben el producto de los productores, lo clasifican, lo envasan, lo transportan y lo ofrecen para la venta.  El procedimiento que conduce a que se dicte una orden de comercialización es iniciado siempre por los productores.

41. Las órdenes de comercialización pueden establecer precios mínimos, fijar niveles de producción o disponer la creación de reservas de los productos comprendidos.  Pueden estipular prescripciones mínimas para los productos, como su categoría, tamaño, calidad y madurez.  En el año 2004 se encontraban en vigor 33 órdenes de comercialización referentes a frutas y a legumbres y hortalizas
;  respecto de cuatro de esas órdenes estaban en vigor disposiciones de ordenamiento de la oferta que afectaban a las cerezas para pasteles, las avellanas, el aceite de menta verde y las uvas pasas.  Existen 11 órdenes regionales de comercialización de la leche que establecen precios mínimos para la leche según su utilización por los elaboradores.

42. La Ley de Acuerdos de Comercialización de Productos Agrícolas de 1937 exige que los productos básicos importados cumplan requisitos de categoría, tamaño, calidad y madurez idénticos o comparables a los establecidos para los productos nacionales en virtud de las órdenes federales de comercialización.
  Están sujetos a tales requisitos (en septiembre de 2005) los siguientes productos importados:  aguacates, dátiles (salvo los destinados a la elaboración), avellanas, toronjas o pomelos, uvas, kiwis, aceitunas (salvo las de tipo español), cebollas, naranjas, patatas irlandesas, ciruelas, uvas pasas, tomates y nueces de nogal.

43. Los agricultores que reúnen los requisitos necesarios pueden solicitar hasta un máximo de 10.000 dólares EE.UU. por año en virtud del programa de asistencia para el reajuste de los agricultores, adoptado como parte de la Ley de Comercio de 2002.
  La asistencia de este programa puede obtenerse cuando el precio medio anual de un producto en el mercado interno queda por debajo del 80 por ciento del promedio de los cinco años anteriores.  Es preciso que se constate que el aumento de la importación de productos similares o directamente competidores "ha contribuido en grado importante" a la disminución de los precios.  Se efectúan pagos en efectivo por unidad de producción, a razón de la mitad de la diferencia entre el 80 por ciento del precio medio del producto en el mercado interno en los cinco años anteriores y el precio medio registrado en el mercado interno en la última campaña agrícola.  En 2003 no se efectuaron pagos correspondientes al programa de la Ley de Reajuste Comercial.  Los pagos de 2004 alcanzaron a 11 millones de dólares EE.UU.

iv) Subvenciones y créditos a la exportación, seguro y garantía de las exportaciones

a)
Subvenciones a la exportación

44. Los Estados Unidos consignaron en su Lista compromisos de reducción de las subvenciones a la exportación con arreglo al Acuerdo con la Agricultura de la OMC respecto de 13 grupos de productos.  La cuantía máxima final consolidada, desde 2000‑2001, para los desembolsos de subvenciones a la exportación de esos productos es de 594 millones de dólares EE.UU. por año.  Durante el período en examen los Estados Unidos efectuaron una notificación sobre subvenciones a la exportación, que se refiere al año 2002.
  El total de los desembolsos por subvenciones a la exportación en 2002 alcanzó a 31,5 millones de dólares EE.UU.  Los productos que recibieron subvenciones a la exportación fueron la mantequilla y aceite de mantequilla, lecha desnatada en polvo y quesos.

45. Los Estados Unidos pueden otorgar subvenciones a la exportación en virtud del Programa de Fomento de las Exportaciones y el Programa de Incentivos para la Exportación de Productos Lácteos.  La Ley de Agricultura de 2002 prorrogó ambos programas hasta 2007.  Las subvenciones a la exportación se conceden en forma de pagos en efectivo, basados en la cantidad exportada.  Los productos abarcados por el Programa de Fomento de las Exportaciones son el trigo, la harina de trigo, el arroz, las aves de corral congeladas, la cebada, la malta de cebada, los huevos comestibles y el aceite vegetal.  Los productos comprendidos en el Programa de Incentivos para la Exportación de Productos Lácteos son la leche en polvo, la grasa de mantequilla y diversos quesos.

46. Las autoridades de los Estados Unidos señalan que el Programa de Fomento de las Exportaciones no se ha utilizado desde 1995, salvo para pequeños envíos de aves de corral congeladas por un total de 15 millones de dólares EE.UU.  Entre octubre de 2003 y septiembre de 2004 el total de los pagos en efectivo correspondientes al Programa de Incentivos para la Exportación de Productos Lácteos fue levemente inferior a 2,7 millones de dólares EE.UU.
  Casi dos terceras partes del total correspondieron a la exportación de leche desnatada en polvo.

b)
Créditos a la exportación y seguro y garantía de las exportaciones

47. Los Estados Unidos tienen tres principales programas de garantía del crédito a la exportación:  el Programa de Garantía de los Créditos a la Exportación (conocido como "GSM‑102"), el Programa Intermedio de Garantía de los Créditos a la Exportación ("GSM‑103") y el Programa de Garantía de Créditos de Proveedores.  A mediados de 2005 dejaron de aceptarse las solicitudes correspondientes al Programa GSM‑103, que funciona de modo similar al GSM‑102.

48. El Programa GSM‑102 y el Programa de Garantía de Créditos de Proveedores están a cargo de la Corporación de Créditos para Productos Básicos.  La Corporación no otorga financiación, sino que garantiza los pagos que debe hacer el banco del importador a un banco estadounidense.  Hasta mediados de 2005, las primas que debían pagarse para estos programas de garantía del crédito no tomaban en consideración necesariamente el riesgo país efectivo.  El Departamento de Agricultura anunció que a partir de julio de 2005 utilizaría una "estructura de comisiones basada en el riesgo" para el Programa GSM‑102 y el Programa de Garantía de Créditos de Proveedores.

49. Con arreglo al Programa GSM‑102, la Corporación de Créditos para Productos Básicos está autorizada a garantizar el reembolso del crédito facilitado para financiar exportaciones estadounidenses de productos agropecuarios por plazos de entre 90 días y tres años.  La Corporación garantiza habitualmente el 98 por ciento del principal y una parte de los intereses.  Determina los productos agropecuarios admisibles sobre la base de sus posibilidades de mercado.  El exportador paga una comisión que se calcula sobre la base de la cantidad garantizada;  no puede exceder del máximo legal del 1 por ciento del valor garantizado de la transacción.

50. En virtud del Programa de Garantía de Créditos de Proveedores, la Corporación de Créditos para Productos Básicos garantiza el reembolso del crédito suministrado por un exportador estadounidense a un importador por la adquisición de productos estadounidenses con plazo no superior a 180 días.  La Corporación generalmente garantiza un 65 por ciento del principal y ninguna parte de los intereses.  Existe un máximo legal de la comisión cobrada al exportador, equivalente al 1 por ciento del valor garantizado de la transacción.

51. Además de los programas descritos, la Corporación de Créditos para Productos Básicos otorga garantías de crédito a bancos de los Estados Unidos para financiar ventas de exportación de manufacturas y servicios estadounidenses con el fin de mejorar instalaciones relacionadas con la agricultura en mercados incipientes, por ejemplo, para almacenamiento, elaboración y manipulación.  Estas garantías de créditos se otorgan a través del Programa de Garantía de Instalaciones.  La garantía del crédito a la exportación para ventas de manufacturas y servicios se otorga únicamente para proyectos de los que se espera que favorezcan la exportación de productos agropecuarios estadounidenses.  Las autoridades de los Estados Unidos señalan que la Corporación de Créditos para Productos Básicos sólo ha otorgado una garantía correspondiente a este programa desde 1997.

52. El valor total de las exportaciones cubiertas por garantías de crédito a la exportación con ayuda oficial alcanzó a 3.700 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal de 2004, frente a 3.200 millones en el anterior.  Casi el 80 por ciento del total de 2004 correspondió a garantías de Programa GSM‑102.

v) Ayuda alimentaria

53. Los Estados Unidos suministraron en 2004 un 56 por ciento de la ayuda alimentaria mundial (en volumen).
  El valor total de la ayuda alimentaria prestada entre octubre de 2003 y septiembre de 2004 alcanzó a 1.100 millones de dólares EE.UU.

54. Los Estados Unidos prestan ayuda alimentaria a través de diversos programas, entre los que figuran los de la Ley Pública 480, el Programa de Alimentos para el Progreso, artículo 416(b) de la Ley de Agricultura de 1949, y el programa de alimentación de la Escuela Internacional McGovern‑Dole.  Alrededor del 70 por ciento de la ayuda alimentaria suministrada entre octubre de 2003 y septiembre de 2004 lo fue a través de la Ley Pública 480, y un 14 por ciento a través del Programa de Alimentos para el Progreso.  La Ley Pública 480 rige la donación de alimentos para atender necesidades en el extranjero en situaciones de emergencia y en otras situaciones (título II), y dispone tanto donaciones de alimentos mediante acuerdos de donación como también ventas de alimentos mediante préstamos de largo plazo en condiciones de favor a países en desarrollo (título I).  En 2004, alrededor del 65 por ciento de los recursos asignados conforme al título I se destinaron a financiar acuerdos de donación;  el resto se destinó a apoyar acuerdos de préstamo de largo plazo en condiciones de favor.  

55. El Programa de Alimentos para el Progreso dispone la adquisición y donación de productos alimenticios estadounidenses a países en desarrollo que tienen necesidades alimentarias y se consideran democracias incipientes, y que promueven el desarrollo de la empresa privada.  El artículo 416(b) se refiere a la donación de excedentes de productos básicos de la agricultura pertenecientes a la Corporación de Créditos para Productos Básicos.

56. Los alimentos donados en virtud de cualquier programa de ayuda alimentaria de los Estados Unidos no pueden tener "efectos de perturbación de la producción, los precios o la comercialización de los mismos productos u otros productos similares en el país importador".
  Se permite "monetizar" una parte de los alimentos donados, tanto con arreglo al artículo 416(b) como de las disposiciones sobre ayuda no urgente del título II de la Ley Pública 480;  es decir, venderla en el país receptor.  Entre octubre de 1998 y septiembre de 2000, último año respecto del cual se dispone de datos, se monetizó alrededor del 30 por ciento de la ayuda alimentaria correspondiente al título II de la Ley Pública 480;  la cifra correspondiente al artículo 416(b) se situó alrededor del 40 por ciento.

57. Varios Miembros de la OMC han planteado preocupaciones sobre ciertos aspectos de la ayuda alimentaria estadounidense, incluidos los efectos de las prescripciones sobre monetización en los mercados internos, y la utilización del dinero resultante de la monetización.
  En esas discusiones, los Estados Unidos han señalado que se atienen a lo dispuesto en los Principios de la FAO sobre colocación de excedentes y obligaciones de consulta.  Los Estados Unidos han señalado que sus leyes y reglamentos exigen que los productos monetizados se vendan "a precios razonables del mercado local".

3) Servicios financieros

i) Evolución reciente del mercado

58. El sector de los servicios financieros, que abarca la banca, los seguros y los valores, sigue siendo uno de los sectores de más acelerado crecimiento de la economía de los Estados Unidos.  Su contribución al PIB aumentó al 8,3 por ciento en 2004;  alrededor de la mitad de ese porcentaje fue generado por actividades bancarias, un 30 por ciento, aproximadamente, por los seguros, y un 20 por ciento por actividades de negociación de valores.  Se estima que el sector financiero de los Estados Unidos daba empleo en 2003 a unos seis millones de personas, equivalentes aproximadamente al 4,4 por ciento del total de puestos de trabajo.
  Han seguido expandiéndose con rapidez tanto las exportaciones como las importaciones de servicios financieros (incluidos los de seguros);  en 2004, las exportaciones alcanzaron a 33.500 millones de dólares EE.UU. y las importaciones, a 41.100 millones.  Las transacciones de filiales son considerablemente más voluminosas que las transacciones transfronterizas;  los ingresos alcanzaron a 122.200 millones de dólares EE.UU. y los pagos, a 98.800 millones en 2003, último año respecto del cual se disponía de datos (en estas cifras no se incluye la actividad de las filiales de bancos comerciales).
  El período en examen se caracterizó por una ampliación del saldo deficitario de los servicios financieros y de seguros, debida principalmente a un aumento de los pagos por seguros en el extranjero.

59. Al 31 de diciembre de 2004 existían en los Estados Unidos 1.469 bancos comerciales con activos iguales o superiores a 300 millones de dólares EE.UU.  El total del capital estadounidense en esos bancos era de 7,74 billones de dólares EE.UU., que representaban aproximadamente dos terceras partes del PIB;  un 87,5 por ciento consistía en activos nacionales.
  Operan en los Estados Unidos bancos extranjeros de 60 países y territorios.  Las oficinas de bancos extranjeros en los Estados Unidos poseen aproximadamente un 20 por ciento de los activos totales del sistema bancario comercial de los Estados Unidos.

60. Los Estados Unidos tienen los mayores mercados de valores del mundo.  El valor de mercado de las acciones y opciones vendidas en las bolsas estadounidenses al final de abril de 2005 ascendía a unos 23,3 billones de dólares EE.UU., de los cuales 16,2 billones fueron en acciones nacionales (más del 130 por ciento del PIB), alrededor de 6,8 billones correspondían a acciones de sociedades extranjeras, y el resto correspondía a fondos de inversión con capital fijo.  Alrededor del 84,5 por ciento del valor comercializado correspondió a la Bolsa de Nueva York, ocupando el 2º lugar la American Stock Exchange con el 15 por ciento del valor comercializado.
  En mayo de 2005 se cotizaban en la Bolsa de Nueva York 2.779 empresas, de las que 452 eran extranjeras

61. El mercado de seguros de los Estados Unidos es el mayor del mundo, con una cifra de primas brutas de 1.060.000 millones de dólares EE.UU. en 2003 (el 35,9 por ciento del mercado mundial);  aproximadamente 481.500 millones correspondían a seguros de vida y salud y 576.000 millones, a seguros de bienes y accidentes.
  Los Estados Unidos ocupan el cuarto lugar del mundo por el valor de las primas de seguro pagadas por habitante, con 3.651 dólares EE.UU. por habitante en 2003;  ocupan el octavo lugar por el valor de las primas en porcentaje del PIB;  en 2003, las primas por concepto de todos los seguros representaron alrededor del 9,6 por ciento del PIB.  En 2004 se pagaron unos 64.200 millones de dólares EE.UU. en operaciones transfronterizas a aseguradores ubicados en el extranjero para cubrir riesgos en los Estados Unidos;  se trataba principalmente de reaseguros.  Se pagaron unos 14.600 millones de dólares EE.UU. a compañías de seguros de propiedad estadounidense establecidas en el extranjero.  En 2004, las indemnizaciones pagadas a empresas de los Estados Unidos siguieron registrando un fuerte aumento, alcanzando a 40.200 millones de dólares EE.UU., más del doble que en 2000.

ii) Marco legislativo y reglamentario

a)
Reglamentación consolidada del sector financiero

62. En virtud de la Ley Gramm-Leach-Bliley de 1999 (de modernización de los servicios financieros), los bancos nacionales y extranjeros pueden afiliarse a entidades dedicadas a otras actividades de naturaleza financiera o accesorias de actividades financieras, a condición de que se cumplan determinadas normas en materia de capital y de gestión.  Si un banco estadounidense desea afiliarse a una compañía de seguros u otra empresa de servicios financieros, primero debe establecer una sociedad holding bancaria de conformidad con la Ley de Sociedades Holding Bancarias;  los bancos extranjeros pueden establecer sociedades holding pero no están obligados a hacerlo.  Las sociedades holding bancarias que cumplen las condiciones establecidas se denominan sociedades holding financieras.  Pueden controlar empresas bancarias, de valores o de seguros, y realizar actividades financieras o accesorias de ellas.  También pueden poseer empresas no financieras en virtud de las disposiciones de la Ley Gramm-Leach-Bliley sobre la banca comercial, con determinadas condiciones.
  Sin embargo, la Ley Gramm-Leach-Bliley no modifica la norma general de los Estados Unidos por la que se separan las actividades bancarias de las comerciales.  En el último examen, los Estados Unidos indicaron que no preveían ninguna modificación inmediata de esa política.
  En julio de 2005, 648 organizaciones financieras se habían convertido efectivamente en sociedades holdings financieras, o eran tratadas como tales, frente a las 550 de que se informó en el examen anterior de las políticas comerciales de los Estados Unidos.
  Entre ellas figuran 37 instituciones financieras extranjeras (eran 26 en mayo de 2003).  Las autoridades indican que la mayor parte de las sociedades holdings financieras consisten en bancos estadounidenses de menor volumen que procuran realizar actividades de corretaje de seguros.

63. El Consejo de la Reserva Federal es el principal organismo regulador de los conglomerados financieros que incluyen un banco.  Las sociedades de valores y las compañías de seguros pueden convertirse en sociedades holding financieras mediante la adquisición de un banco, siempre que se ajusten a determinados criterios de precaución.  Las actividades de las filiales de sociedades holding financieras son reguladas por el organismo correspondiente:  la Oficina del Controlador de la Moneda en el caso de los bancos nacionales;  un organismo de control bancario a nivel de los Estados, y la Reserva Federal o la Corporación Federal de Garantía de los Depósitos en el caso de los bancos constituidos en los Estados;  la Comisión de Bolsa y Valores en el caso de las sociedades de valores;  y una Comisión de Seguros estatal en el caso de las compañías de seguros.

64. En virtud de la Ley Gramm-Leach-Bliley, las filiales de bancos extranjeros instaladas en los Estados Unidos son tratadas como bancos nacionales.  Con respecto a los bancos extranjeros que tienen sucursales o agencias en los Estados Unidos, con arreglo a la Ley citada deben aplicárseles criterios de "buena capitalización" y "buena administración" comparables con los que rigen para los bancos estadounidenses, "aplicándose debidamente el principio de trato nacional e igualdad de oportunidades".
  Las sucursales y agencias tienen las mismas facultades y están sujetas a una supervisión análoga;  pero las agencias no pueden recibir depósitos de ciudadanos ni residentes de los Estados Unidos.

65. En diciembre de 2004, la Reserva Federal aprobó un nuevo sistema de clasificación de las sociedades holding bancarias, incluidas las sociedades holding financieras.
  El nuevo sistema de clasificación, que entró en vigor el 1º de enero de 2005, hace hincapié en la gestión del riesgo, establece un marco más completo para el análisis y la clasificación de los factores financieros, y establece un marco para evaluar y clasificar la posible influencia de la empresa holding matriz y de sus filiales que no reciben depósitos sobre las filiales que los reciben.  Conforme al nuevo sistema, la clasificación de una sociedad holding bancaria o financiera como "bien administrada" se basa en una clasificación compuesta y en el elemento de gestión del riesgo.

66. Rigen ciertas restricciones respecto de las operaciones entre los bancos y sus filiales;  figuran en los artículos 23A y 23B de la Ley sobre el Consejo de la Reserva Federal y se aplican a través del Reglamento W del Consejo de la Reserva Federal, en vigor desde el 1º de abril de 2003.  En general, el artículo 23A limita las transacciones de un banco miembro del sistema con cada una de sus filiales a un máximo del 10 por ciento del capital social del banco y su superávit, y las transacciones con todas las empresas filiales en conjunto a un máximo del 20 por ciento;  y exige que todas las transacciones entre un banco miembro y sus filiales se realicen de forma compatible con las buenas prácticas bancarias.  El artículo 23B establece que determinadas transacciones entre un banco y sus filiales deben efectuarse en condiciones de mercado.  El Reglamento W aplica estas restricciones legales y las exenciones de los artículos 23A y 23B que establece el Consejo de la Reserva Federal.

b)
Servicios bancarios

67. En los Estados Unidos, el Consejo de la Reserva Federal comparte la responsabilidad de la supervisión de los bancos, con la Oficina del Controlador de la Moneda, la Corporación Federal de Garantía de los Depósitos, la Oficina de Supervisión de Entidades de Ahorro, así como las autoridades estatales que regulan las instituciones financieras constituidas o autorizadas en los Estados respectivos.  El Consejo de la Reserva Federal regula y supervisa todas las sociedades holding bancarias, incluidas las sociedades holding financieras, así como los bancos constituidos en los Estados que forman parte del sistema de la Reserva Federal, y las sucursales y agencias de bancos extranjeros autorizadas por los Estados.  La Oficina del Controlador de la Moneda aprueba la constitución de todos los bancos nacionales y los regula y supervisa, y supervisa las sucursales y agencias federales de bancos extranjeros.  La Corporación Federal de Garantía de los Depósitos asegura depósitos bancarios y regula y supervisa todos los bancos constituidos en los Estados que no forman parte del sistema de la Reserva Federal.  La Oficina de Supervisión de Entidades de Ahorro regula y supervisa esas entidades y sus sociedades de cartera constituidas en el plano federal y muchas constituidas en los Estados.  

68. La Ley de Actividades Bancarias Internacionales de 1978 es la norma principal por la que se rigen las operaciones de los bancos extranjeros en los Estados Unidos.  La Ley dispone la concesión del trato nacional a los bancos extranjeros y les ofrece la posibilidad de establecer sucursales y agencias con licencia federal, además de oficinas con licencia en un Estado.  La Ley Riegle-Neal sobre Bancos y Sucursales Interestatales de 1994 permite establecer sucursales en distintos Estados mediante fusión o mediante el establecimiento de sucursales nuevas.  Todos los Estados dictaron leyes para hacer efectivo el establecimiento de sucursales mediante las disposiciones de la Ley Riegle-Neal relativas a las fusiones.  Las sucursales interestatales establecidas mediante la creación de sucursales nuevas está permitida en 21 Estados y el Distrito de Columbia.

69. Los Estados Unidos mantienen una política de trato nacional hacia las sucursales, agencias, filiales de valores y otras operaciones de los bancos extranjeros en los Estados Unidos.  Los Estados Unidos han asumido compromisos consolidados en materia de acceso a los mercados y trato nacional para todos los subsectores incluidos en el Anexo sobre Servicios Financieros del AGCS y de conformidad con el Entendimiento relativo a los compromisos en materia de servicios financieros.
  Los bancos extranjeros pueden establecer una presencia comercial en el mercado de los Estados Unidos ya sea estableciendo sucursales o agencias autorizadas por los Estados, estableciendo oficinas de representación o bien estableciendo o adquiriendo una filial de un banco nacional o estatal.  Para poder recibir o mantener depósitos nacionales minoristas de menos de 100.000 dólares EE.UU., los bancos extranjeros están obligados a establecer una filial bancaria asegurada (con excepción de las sucursales de bancos extranjeros que realizaban actividades de captación de depósitos el 19 de diciembre de 1991).  Las sucursales de bancos extranjeros no necesitan, por lo general, disponen de un capital mínimo a nivel federal ni en algunos Estados que permiten sucursales.

70. Se han establecido excepciones al trato nacional mediante limitaciones al acceso a los mercados en el marco del AGCS.
  Por ejemplo, todos los directores de un banco nacional deben ser ciudadanos estadounidenses a menos que el banco sea una filial de un banco extranjero, en cuyo caso basta con que sean estadounidenses la mayoría de los miembros del Consejo de Administración;  aproximadamente la mitad de los Estados exige que todos o la mayoría de los miembros del Consejo de Administración de las entidades financieras de depósito sean ciudadanos estadounidenses.  En la expansión de un banco extranjero de un Estado a otro mediante el establecimiento de sucursales por la fusión de un banco extranjero con un banco ubicado fuera del "Estado de origen" se otorga el trato nacional.  Los bancos extranjeros no constituidos en los Estados Unidos están obligados a registrarse en virtud de la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones de 1940 para prestar servicios de gestión de inversiones y asesoramiento sobre valores en los Estados Unidos, en tanto que los bancos nacionales, incluidos los bancos extranjeros constituidos en los Estados Unidos, están exentos de esa obligación de registro a menos que presten asesoramiento a compañías de inversión registradas. 
71. En todos los Estados está permitida la entrada inicial mediante el establecimiento o adquisición de una filial de un banco nacional por un extranjero.  Además, existen pocas limitaciones al establecimiento de una sucursal o agencia federal por un banco extranjero.  La entrada inicial o la expansión por una persona extranjera mediante la adquisición o el establecimiento de una filial bancaria comercial constituida en un Estado se encuentra sujeta a limitaciones en la mitad de los Estados, aproximadamente.  Las autoridades señalan que la mayoría de los Estados que imponen limitaciones tienen un interés comercial limitado para los bancos extranjeros y que, a pesar de esas limitaciones, existe una participación general muy importante de bancos extranjeros a través de filiales constituidas en los Estados.  El 31 de marzo de 2005, 41 de los 67 bancos estadounidenses que pertenecían mayoritariamente a bancos extranjeros se habían constituido en los Estados;  y 178 de las 228 sucursales de bancos extranjeros en los Estados Unidos tenían autorización de los Estados.  Los bancos extranjeros pueden establecer oficinas de representación en dos terceras partes de los Estados, aproximadamente.

72. El Acuerdo Nacional sobre Supervisión Estatal y Federal de 1996 estableció un conjunto de principios para fomentar la coordinación en la supervisión de los bancos interestatales.  En junio de 2004 se establecieron nuevas prácticas recomendadas que incorporan procedimientos y técnicas utilizados por la Reserva Federal en la labor de supervisión, con los Estados, de las instituciones bancarias autorizadas por éstos.
  Se espera que las prácticas recomendadas ayuden a seguir aplicando los principios y objetivos del Acuerdo y promover la supervisión coordinada entre las autoridades federales y estatales de los bancos constituidos en los Estados.

73. La Ley "USA Patriot" estableció medidas nuevas y más amplias para prevenir, detectar y enjuiciar los actos de blanqueo de dinero y terrorismo, en general mediante modificaciones de la Ley de Secreto Bancario, que obligan a las instituciones financieras, como los bancos y las sociedades de ahorro y crédito, a tener programas de identificación de sus clientes.  En octubre de 2003 y en julio de 2004 se establecieron nuevos procedimientos de examen en virtud de la Ley de Secreto Bancario.
  La Ley sobre Equidad y Exactitud en las Operaciones de Crédito (Ley Pública 108‑109 de 2003) modificó la Ley sobre Correcta Información de Créditos (15 USC 1681 y siguientes) para mejorar la precisión de los informes sobre los créditos, prevenir la usurpación de identidad y limitar la comercialización de productos financieros en que se utilice información sensible compartida con filiales.
  En junio de 2005, el Consejo Federal de Examen de Instituciones Financieras aprobó un Manual de Examen con arreglo a la Ley de Secreto Bancario y la Ley contra el Blanqueo de Dinero.  El Manual es una compilación de las prescripciones reglamentarias en vigor, las exigencias de supervisión y las prácticas convenientes en la materia que corresponden a las dos leyes.

74. Se preveía que en el primer trimestre de 2006 los cuatro organismos federales competentes en materia bancaria publicarían un aviso sobre proyectos de normas relativas a la aplicación por los Estados Unidos del segundo Acuerdo de Basilea, conforme a las cuales comenzarían a funcionar las instituciones bancarias sujetas a ese marco a partir de enero de 2008.

c)
Servicios relacionados con los valores

75. Los servicios relacionados con los valores se rigen en los Estados Unidos por la Ley de Valores Mobiliarios de 1933, la Ley de la Bolsa de Valores de 1934, la Ley de Contratos de Fideicomiso de 1939, la Ley de Sociedades de Inversión de 1940, la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones de 1940 y la Ley Sarbanes‑Oxley de 2002.  La Ley de la Bolsa de Valores de 1934 otorga a la Comisión de Bolsa y Valores la competencia para regular los mercados de valores y los corredores estadounidenses.  La Ley otorga a la Comisión de Bolsa y Valores amplias facultades sobre todos los aspectos del sector de los valores mobiliarios, incluida la facultad de registrar, regular y supervisar las organizaciones autónomas de negociación de valores, como las diversas bolsas.  Esas organizaciones deben establecer normas que permitan aplicar sanciones disciplinarias a los asociados por actos indebidos y establecer medidas que aseguren la integridad del mercado y la protección de los inversionistas.  La Comisión de Bolsa y Valores examina y aprueba los proyectos de normas de esas organizaciones.

76. En general, los corredores y agentes extranjeros y nacionales, para poder ofrecer sus servicios a personas estadounidenses, están obligados a registrarse ante la Comisión de Bolsa y Valores, aunque los corredores y agentes extranjeros están exentos en ciertas circunstancias de la prescripción de registro.  Se otorga trato nacional a los corredores y agentes extranjeros en lo que respecta al registro en la Comisión.  La mayoría de los Estados exige a los agentes y corredores que se registren en los organismos reguladores de los Estados respectivos.  Los agentes de transferencias y los organismos de compensación también deben registrarse ante la Comisión.

77. La Ley sobre Valores de 1933 y la Ley de la Bolsa de Valores de 1934 exigen en general que los valores se registren en la Comisión de Bolsa y Valores antes de su oferta o venta;  sin embargo, las entidades emisoras extranjeras pueden optar por utilizar diferentes formularios que los que utilizan las entidades nacionales para el registro y la notificación periódica.  Esos formularios permiten en general que las entidades emisoras extranjeras presenten informes periódicos a la Comisión con arreglo a las prescripciones de sus países de procedencia.

78. En virtud de la Ley sobre Empresas de Inversiones de 1940, la Comisión de Bolsa y Valores tiene facultades de regulación de las empresas de inversión nacionales y extranjeras, todas las cuales deben registrarse ante la Comisión antes de ofertar públicamente acciones al público estadounidense.  Las empresas de inversiones extranjeras no pueden ofertar públicamente sus acciones en los Estados Unidos a menos que la Comisión de Bolsa y Valores emita, caso por caso, una orden que permita a la empresa registrarse con arreglo a la Ley sobre Empresas de Inversiones, basada en una constatación del interés público y la posibilidad de aplicar efectivamente las disposiciones de la Ley y en consideraciones relativas a la protección de los inversionistas.
79. En virtud de la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones de 1940, para prestar servicios de asesoramiento remunerado sobre valores, las personas o empresas, tanto extranjeras como nacionales, deben inscribirse en el registro de la Comisión de Bolsa y Valores.  Los asesores extranjeros en materia de inversiones inscritos en el registro de la Comisión de Bolsa y Valores no necesitan disponer de un domicilio social en los Estados Unidos ni establecer una filial o sucursal estadounidense, pero están sujetos a algunos requisitos, como el mantenimiento de registros, a fin de que la Comisión de Bolsa y Valores pueda controlar el cumplimiento de la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones.
  Los asesores extranjeros pueden registrarse en la Comisión de Bolsa y Valores con independencia de la cuantía de los activos que gestionen;  en cambio, los asesores nacionales están obligados por lo general a inscribirse en el registro de los órganos reguladores estatales cuando gestionan menos de 25 millones de dólares EE.UU. y no asesoran a una empresa inscrita en el registro de la Comisión.  Por otra parte, los bancos estadounidenses solamente están obligados a inscribirse en el registro como asesores sobre inversiones si brindan asesoramiento a una sociedad de inversión registrada en la Comisión de Bolsa y Valores en virtud de la Ley sobre empresas de inversiones, en tanto que los bancos extranjeros deben hacerlo si prestan servicios de asesoramiento remunerado sobre inversiones.  Los Estados Unidos consignaron una reserva al trato nacional en el marco del AGCS para aplicar ese trato diferente.  

80. En diciembre de 2004, la Comisión de Bolsa y Valores aprobó un nuevo reglamento y modificaciones reglamentarias que exigen el registro de ciertos asesores de fondos de cobertura con arreglo a la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones.  Los asesores de fondos de cobertura extraterritoriales deben registrarse ante la Comisión si tienen más de 14 clientes residentes en los Estados Unidos, cualquiera que sea la cuantía de los valores cuya gestión tengan a su cargo, mientras que los asesores estadounidenses de fondos de cobertura deben registrarse si tienen más de 30 millones de dólares EE.UU. en valores y más de 14 inversionistas.
  En general, los asesores extranjeros de fondos de cobertura extraterritoriales registrados ante la Comisión de Bolsa y Valores no están sujetos a tantas prescripciones de fondo impuestas por la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones como sus homólogos estadounidenses.

81. La Ley de Agentes del Mercado Primario de Valores de 1988 otorga el trato nacional a los agentes extranjeros de valores públicos estadounidenses, siempre que se otorgue a las empresas estadounidenses que operan en los mercados de la deuda pública del país extranjero "las mismas oportunidades competitivas" que a las empresas nacionales que operan en esos mercados.  Los Estados Unidos consignaron en su Lista del AGCS una exención del trato NMF para amparar esta disposición de reciprocidad relativa a la participación en emisiones de títulos de deuda pública.  Las autoridades señalan que, en la práctica, se han designado agentes del mercado primario de valores a más instituciones extranjeras que de propiedad nacional.

82. La Ley Sarbanes‑Oxley de 2002 (Ley Pública Nº 107-204) estableció modificaciones destinadas a fortalecer la supervisión del sector de los valores mobiliarios e introdujo diversas reformas para acentuar la responsabilidad empresarial y la comunicación de información financiera, y luchar contra el fraude en las empresas y la contabilidad.  En abril de 2004, la Comisión de Bolsa y Valores dictó un reglamento definitivo que permite a los bancos extranjeros habilitados obtener una exención de la prohibición de otorgar préstamos a iniciados, impuesta por el artículo 13(k) de la Ley sobre Bolsas de Valores de 1934, agregado en virtud del artículo 402 de la Ley Sarbanes‑Oxley.
  Hasta entonces sólo podían obtener una exención, con ciertas condiciones, los bancos nacionales asegurados con arreglo a la Ley Federal de Garantía de los Depósitos.  En marzo de 2005, la Comisión de Bolsa y Valores modificó su reglamentación referente al artículo 404 de la Ley Sarbanes‑Oxley aplazando la fecha a partir de la cual las entidades emisoras extranjeras tendrían que cumplir las disposiciones de dicha Ley sobre control interno.  El artículo 404 obliga a las entidades emisoras a incluir en sus informes anuales un informe de su dirección acerca del control interno de la empresa de su información financiera, acompañado por un informe de auditoría.  El artículo 404 ya ha empezado a ser cumplido por grandes entidades emisoras estadounidenses, mientras que las menores, nacionales y extranjeras, deben comenzar a cumplir esas prescripciones en el primer ejercicio fiscal que concluya a partir del 15 de julio de 2007.

83. La Ley de la Bolsa de Productos Básicos y la Ley de Modernización del Comercio de Futuros de Productos Básicos de 2000 otorgan a la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos la competencia para reglamentar el mercado de futuros y opciones en los Estados Unidos.  En general, las personas o entidades que solicitan o aceptan órdenes de personas establecidas en los Estados Unidos, sus territorios o posesiones, y que aceptan una cantidad de dinero, valores u otros bienes para cubrir, garantizar o asegurar un contrato de futuros u opciones deben registrarse como comisionistas de futuros u obtener la exención del registro.  Se otorga a los comisionistas extranjeros el trato nacional.
  En agosto de 2004 se revisó el capital neto mínimo exigido estableciéndolo en una suma calculada en función del riesgo de la actividad del comisionista, con mínimo de 250.000 dólares EE.UU.

84. La Norma 30.10 del Reglamento autoriza a la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos a eximir a los comisionistas extranjeros de futuros del cumplimiento de la prescripción de registro siempre que, entre otras condiciones, el organismo regulador del país de procedencia de la empresa demuestre que dispone de un régimen reglamentario comparable y establezca un acuerdo de intercambio de información con la Comisión.  En el momento presente unos 18 organismos reguladores y autoridades autónomas de 10 países gozan de la exención de la Norma 30.10.
  La Norma 30.5 de la Comisión otorga una exención similar a los corredores intermediarios, las sociedades de operadores en productos básicos y los asesores en comercialización de productos básicos que sean extranjeros.

85. En agosto de 2004, la Comisión publicó una norma destinada a aclarar en qué casos los comisionistas extranjeros de futuros y opciones que forman parte de un consejo de comercio extranjero deben registrarse u obtener exención del registro.  En general, las personas registradas o exoneradas del registro pueden ofrecer o vender futuros y opciones extranjeros negociados en bolsa a personas situadas en los Estados Unidos, sus territorios o posesiones, sin otra aprobación, aunque en algunos casos rigen procedimientos especiales:  por ejemplo, los índices de valores y los futuros y opciones de deuda pública extranjera.  Han sido declarados valores exentos los instrumentos de deuda pública de gobiernos extranjeros de 21 países.

d)
Servicios de seguros

86. El sector estadounidense de servicios de seguros está reglamentado fundamentalmente a nivel de los Estados.  Las compañías, agentes y corredores de seguros deben obtener una licencia de conformidad con las leyes de cada Estado en que se encuentre ubicado el riesgo que se proponen asegurar y están autorizadas a ofrecer servicios de seguros solamente en el Estado en el que han obtenido una licencia.  Asimismo, en algunos Estados y para algunos tipos de seguros, las compañías de seguros deben presentar sus tarifas para que los organismos reguladores estatales aprueben las primas que pueden cobrar.  Las prescripciones en materia de licencias son distintas según los Estados y el ramo de seguros, aunque todos los Estados aceptan el formulario de Certificado Uniforme de Autorización (véase infra).  Las autoridades señalan que, aunque se exige una licencia en cada uno de los Estados en que la compañía de seguros ejerza su actividad, la responsabilidad principal de su supervisión queda a cargo del organismo regulador del Estado del domicilio del asegurador y, en la práctica, los demás Estados dejan en manos de ese organismo la responsabilidad principal de supervisión y facilitan el otorgamiento de las licencias en otros Estados.

87. Según está consignado en la Lista de los Estados Unidos correspondiente al AGCS, se aplica un impuesto federal a las pólizas de seguro correspondientes a riesgos situados en los Estados Unidos con una tasa del 1 por ciento del importe bruto de las primas sobre todos los seguros de vida y reaseguros, y del 4 por ciento del importe bruto de las primas para los seguros generales cuando el asegurador no está sujeto al impuesto estadounidense sobre las rentas netas por las primas.

88. El mercado estadounidense de los seguros está abierto a la inversión extranjera directa mediante la adquisición de una compañía de seguros autorizada en un determinado Estado.  Las compañías extranjeras también tienen acceso al mercado constituyéndose en un Estado como filiales o sucursales de una compañía de seguros extranjera.  Minnesota, Mississippi y Tennessee no tienen un mecanismo que autorice la entrada inicial de compañías de seguros no estadounidenses en calidad de filiales;  sin embargo, las autoridades indican que esos Estados podrían otorgar tales derechos si la compañía de seguros ha obtenido licencia en otro Estado del país.  Trece Estados no tienen un mecanismo que autorice la entrada inicial de compañías de seguros no estadounidenses en calidad de sucursales;  pero podrían otorgar tales derechos si la compañía de seguros ha obtenido licencia en otro Estado del país.
  En el caso de las sucursales, las operaciones se limitan en principio a la suscripción de primas sobre la base del capital depositado en cada Estado en el que se proponen desarrollar su actividad.  En la práctica se suele eximir del cumplimiento de este requisito, particularmente si el solicitante mantiene un depósito suficiente en otro Estado.

89. Aunque las compañías de seguros deben tener licencia de cada Estado para poder realizar actividades de seguros dentro de sus límites y a través de sus fronteras, ya sea por correo, teléfono o Internet, existen algunos requisitos de residencia, que varían según los Estados.  Por ejemplo, varios de ellos exceptúan a los grandes establecimientos industriales, los seguros marítimos, de aviación y transporte y los seguros de "pérdidas superiores".  En determinadas circunstancias, y con algunas excepciones, los reaseguradores extranjeros pueden suscribir seguros en los Estados Unidos incluso aunque no se les haya concedido licencia en el respectivo Estado.  Algunos Estados aplican requisitos de residencia a los corredores y proveedores de otros servicios auxiliares de los seguros;  en unos pocos Estados se aplican requisitos de ciudadanía estadounidense.

90. En virtud de la Ley Gramm‑Leach‑Bliley, y con el fin de racionalizar el régimen de licencias de los agentes y corredores de seguros, la mayoría de los Estados ha establecido un sistema de licencias recíprocas.  En agosto de 2004 todos los Estados con excepción de Nuevo México, además de Guam, habían aprobado la Ley Modelo de Concesión de Licencias a Corredores y Agentes de Seguros u otras leyes sobre el régimen de licencias a fin de satisfacer el mandato de la Ley Gramm‑Leach‑Bliley sobre la reciprocidad de las mismas.
  Además, la Asociación Nacional de Administradores de Seguros ha certificado que en 42 Estados se cumplen los requisitos de reciprocidad de las licencias de los de seguros que estipula la Ley Gramm‑Leach‑Bliley.  De conformidad con la Declaración de Reciprocidad y la Ley Modelo de Concesión de Licencias a Corredores y Agentes de Seguros, se está aplicando un sistema de concesión recíproca de licencias en virtud del cual un corredor o agente de seguros residente puede obtener una licencia de no residente mediante los mismos trámites.

91. La Asociación Nacional de Administradores de Seguros ha llevado a cabo el Proyecto de Trato Uniforme, mediante el cual los Estados participantes convienen en otorgar licencias a corredores y agentes de seguros no residentes que gocen de buena reputación en su Estado de residencia sin imponer restricciones ni exigir títulos de aptitud distintos de los que se imponen y exigen a los corredores y agentes de seguros residentes.  Con este fin, la Asociación desarrolló una Solicitud Uniforme de Licencia Individual de No Residente y una Solicitud Uniforme de Certificado de Autorización, aceptados actualmente en todos los Estados, que permite a las compañías aseguradores extranjeras y nacionales presentar copia de la misma solicitud para su admisión en todos los Estados.  La Asociación también ha participado en otras iniciativas destinadas a fomentar la uniformidad, como el Sistema de Presentación Electrónica de Tarifas y Formularios
;  el Organismo de Examen Coordinado de Publicidad, Tarifas y Formularios
;  y el Acuerdo Interestatal de Reglamentación de los Productos de Seguros.
  El Registro Nacional de Corredores y Agentes de Seguros, filial sin fines de lucro de la Asociación, ha creado y utiliza una base de datos electrónica de corredores y agentes de este tipo para agilizar el proceso de concesión de licencias a los mismos.
  En el anterior examen de las políticas comerciales de los Estados Unidos, algunos Miembros señalaron los esfuerzos de la Asociación para uniformar los regímenes reglamentarios de los Estados, pero pidieron que se liberara de trabas reglamentarias la actividad interestatal en materia de seguros.  Los Estados Unidos respondieron que no consideraban que la reglamentación a nivel de los Estados creara un obstáculo al comercio, y que los distintos Estados recibían favorablemente la inversión extranjera en seguros.

92. La Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo de 2002 (Ley Pública 107‑297) estableció un programa de tres años de duración, desde el 1º de enero de 2003 hasta el 31 de diciembre de 2005, para sufragar la parte federal de la indemnización por pérdidas aseguradas resultantes de actos terroristas.
  La participación federal en la indemnización de pérdidas aseguradas es del 90 por ciento de la parte de dichas pérdidas que exceda de la franquicia del asegurador que debe sufragarse en el marco del programa hasta un máximo agregado de 100.000 millones de dólares EE.UU.  Hasta el final de junio de 2005 no se pagaron ni se reclamaron indemnizaciones con arreglo a esta Ley.
  El 30 de junio de 2005, el Tesoro de los Estados Unidos dio a conocer un informe en que se constataba que la Ley había alcanzado sus objetivos de estabilizar el mercado privado de los seguros, pero se recomendaba que cualquier prórroga ampliara el papel desempeñado por los sistemas de seguros privados.  El Congreso aprobó a fines de 2005 una prórroga con modificaciones, por dos años, de la Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo (la Ley de Prórroga de la Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo de 2005, Ley Pública 109‑144).  La nueva Ley introduce diversas modificaciones en la anterior, entre las que figura una disminución de la participación federal en las indemnizaciones, el aumento de los límites globales de retención y de la franquicia, y el establecimiento de una condición para la aplicación del programa consistente en determinada cuantía total de pérdidas del sector.
4) Servicios de telecomunicaciones

i) Marco institucional y acceso al mercado

93. La Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) reglamenta la entrada en el mercado y las actividades de las empresas de telecomunicaciones con arreglo a las disposiciones de la Ley de Comunicaciones de 1934, enmendada por la Ley de Telecomunicaciones de 1996.
  Las normas y reglamentos de la FCC están codificados en el Título 47 del Código de Reglamentos Federales.  En virtud de lo dispuesto en la Ley de Comunicaciones, la Comisión goza de amplias facultades reguladoras para defender el interés público.  Así pues, está facultada para adoptar normas y reglamentos, resolver diferencias, conceder y revocar licencias e imponer sanciones y multas en caso de infracción de la ley.

94. Las distintas comisiones estatales son competentes para reglamentar las tarifas y las condiciones de los servicios de telecomunicaciones básicas intraestatales no basados en las radiofrecuencias.  En el anterior examen de la política comercial de los Estados Unidos, el Japón expresó su preocupación por el hecho de que la falta de normas uniformes de notificación entre los estados constituía una carga para las empresas.

95. Los compromisos sobre telecomunicaciones básicas asumidos por los Estados Unidos en el marco del Cuarto Protocolo anexo al AGCS abarcan prácticamente todos los servicios.
  Quedan excluidas de los compromisos las transmisiones unidireccionales por satélite de servicios de televisión directamente a los hogares y de difusión directa y de servicios digitales de audio.  Los compromisos de los Estados Unidos comprenden también una restricción a la concesión de licencias para empresas de servicios públicos de radiocomunicaciones según la cual no podrán ser titulares:  1) los gobiernos extranjeros;  2) las personas que no sean ciudadanos de los Estados Unidos;  3) las empresas que no sean estadounidenses;  y 4) las empresas estadounidenses en las que gobiernos extranjeros, personas que no sean ciudadanos de los Estados Unidos o empresas que no sean estadounidenses tengan una participación de capital o unos derechos de voto superiores en ambos casos al 20 por ciento.  La propiedad indirecta de licencias para empresas de servicios públicos de radiocomunicaciones por parte de esas entidades por mediación de una sociedad holding no está sujeta a ninguna restricción.  Los Estados Unidos se han reservado el derecho en virtud del artículo II del AGCS de discriminar entre Miembros de la OMC "debido a la aplicación de medidas de reciprocidad o en virtud de acuerdos internacionales que garantizan el acceso a los mercados o el trato nacional" en el caso de los servicios de televisión directa al hogar, los de radiodifusión directa de televisión y los de audio digitales.

96. El artículo 310 de la Ley de Comunicaciones de 1934 dispone que no podrán obtener ni ser titulares de licencias para empresas de servicios públicos de radiocomunicaciones ("common carriers") las personas que no sean ciudadanos estadounidenses, las empresas que no sean estadounidenses o los gobiernos extranjeros.
  Tampoco podrá concederse licencias a las empresas estadounidenses más del 20 por ciento de cuyas acciones pertenezca o dé derecho de voto a cualquiera de esas entidades.
  No obstante, podrá otorgarse licencias a empresas establecidas en los Estados Unidos que estén controladas por sociedades holding establecidas en los Estados Unidos en las que ciudadanos, empresas o gobiernos extranjeros tengan una participación de capital o unos derechos de voto superiores en ambos casos al 25 por ciento, salvo que la FCC constate que esa propiedad es incompatible con el interés público (véase infra).

97. Los Estados Unidos cumplieron sus compromisos contraídos en la OMC en materia de servicios de satélite mediante la Orden DISCO II, adoptada en noviembre de 1997.
  Esos compromisos permitían a los operadores de satélites extranjeros prestar servicios de satélite en el mercado estadounidense.  En 1999, la FCC simplificó el proceso por el que los operadores de satélites extranjeros pueden prestar servicios en el mercado de los Estados Unidos.  Los operadores extranjeros pueden solicitar que se considere la inclusión de sus satélites en la lista de estaciones espaciales autorizadas.
  A los satélites que figuren en esta lista podrá acceder cualquier emisora terrestre con licencia que transmita en bandas específicas y de conformidad con las prescripciones técnicas de la FCC sin necesidad de otra aprobación reglamentaria.  Las excepciones son los satélites que prestan servicios excluidos de los compromisos estadounidenses en la OMC (servicios de televisión directa al hogar, de radiodifusión directa y de audio digitales).  En las lista de estaciones espaciales autorizadas figuran 24 satélites (noviembre de 2005).  Según las autoridades de los Estados Unidos, se ha autorizado a varias estaciones terrestres estadounidenses a que se comuniquen con otros 21 satélites con licencia no estadounidense que no figuran en la lista de estaciones espaciales autorizadas.

98. La FCC exige a los operadores de satélites extranjeros incluidos en la lista de estaciones espaciales autorizadas que desean prestar servicios de satélite excluidos de los compromisos estadounidenses que realicen un análisis ECO-SAT, que consiste en verificar la existencia de oportunidades de competencia efectivas, en el que el solicitante debe demostrar que en su país no existen obstáculos a la entrada en el mercado para los operadores de satélites con licencia estadounidense.
  En el contexto de este examen, las autoridades estadounidenses señalaron que al menos un satélite, el Horizons 1 a 127º de longitud Oeste, con licencia del Japón, ha superado el análisis ECO-SAT.  También señalaron que la FCC ha autorizado a operadores de satélites con licencia no estadounidense (entre ellos, los de cuatro satélites con licencia canadiense) a entrar en el mercado de los Estados Unidos a pesar de no haber superado el análisis ECO-TEST cuando concluyó que esa entrada redundaría en beneficio del interés público.

ii) Determinadas cuestiones de reglamentación

a)
El análisis del interés público y las salvaguardias reglamentarias

99. Conforme a lo dispuesto por la Ley de Comunicaciones de 1934, la FCC debe realizar un análisis del interés público al evaluar solicitudes para:  obtener autorización para prestar servicios internacionales basados en la utilización de instalaciones o en régimen de reventa en virtud del artículo 214;  recibir autorización para superar el límite del 25 por ciento de participación extranjera en el capital previsto en el apartado 4) del párrafo b) del artículo 310;  u obtener licencias para la puesta en tierra de cables submarinos.  El análisis del interés público que se lleva a cabo cuando se recibe una solicitud de un suministrador originario de un Miembro de la OMC descansa en un criterio de libre entrada, en el que la FCC parte de la presunción (sujeta a impugnación) de que la entrada de la entidad extranjera en el mercado no amenaza a la competencia en el mercado de telecomunicaciones estadounidense.
  Según el Canadá, incorporar explícitamente la norma de la entrada libre a la legislación brindaría "plena seguridad jurídica" a los suministradores procedentes de Miembros de la OMC.

100. El análisis del interés público de las solicitudes, incluidas las de Miembros de la OMC, supone también un examen de las preocupaciones planteadas por organismos del gobierno federal en relación con cuestiones de seguridad nacional, aplicación de la ley, política exterior o política comercial.
  Según las autoridades, no se ha negado ninguna licencia sobre la base de esas preocupaciones desde 1997.  Las autoridades estadounidenses señalan también que, de septiembre de 2000 a mayo de 2004, la FCC concedió unas 700 autorizaciones para prestar servicios internacionales en los Estados Unidos a empresas con un 10 por ciento o más de participación extranjera en el capital.

101. La FCC mantiene varias salvaguardias reglamentarias para prevenir conductas de empresas extranjeras que sean perjudiciales para la competencia en el mercado estadounidense de telecomunicaciones.  Entre esas salvaguardias cabe citar la norma de no hacer concesiones especiales, la política de liquidaciones internacionales, y las prescripciones sobre niveles de referencia y empresa dominante.  La norma de no hacer concesiones especiales prohíbe a las empresas internacionales estadounidenses suscribir acuerdos exclusivos con operadores extranjeros que tengan el poder de mercado suficiente para afectar negativamente a la competencia en el mercado de los Estados Unidos.  Los tipos de acuerdos afectados por esa norma son los referentes a las corrientes de tráfico o ingresos que entran o salen de los Estados Unidos.  La Orden sobre Participación Extranjera establece la presunción (sujeta a impugnación) de que las empresas cuya cuota en el mercado extranjero es inferior al 50 por ciento carecen de ese poder.

102. La política de liquidaciones internacionales de la FCC afecta a las negociaciones entre empresas estadounidenses y extranjeras sobre el intercambio de tráfico de conmutación internacional.  Esa política exige que todos los acuerdos sobre tarifas entre empresas estadounidenses y extranjeras dispongan lo siguiente:  la división a partes iguales de las tasas de distribución entre las empresas extranjeras y las estadounidenses
;  el trato no discriminatorio de las empresas estadounidenses;  y la asignación a las empresas estadounidenses de un volumen del tráfico de entrada a los Estados Unidos proporcional a su cuota del tráfico de salida de ese país.  Desde marzo de 2004, la FCC ha aplicado su política de liquidaciones internacionales únicamente a las rutas en las que las tasas de referencia superan las especificadas por la Comisión (véase infra).
  Las rutas exentas de la aplicación de esa política no están sujetas a la norma de no hacer concesiones especiales en las condiciones en que se liquida el tráfico.

103. La Orden sobre Referencias de la FCC, de agosto de 1997, obliga a las empresas estadounidenses a que cuando negocien las tasas de liquidación internacional que deberán abonar a los operadores extranjeros por terminar las llamadas, el nivel de estas tasas no supera el nivel específico fijado para el país en el que terminan las llamadas en función de su desarrollo económico.
  Las tasas de referencia oscilan entre 0,15 dólares EE.UU. por minuto para los países de mayores ingresos y 0,23 dólares EE.UU. por minuto para los países de menores ingresos.  Las empresas estadounidenses con filiales que tengan poder de mercado en un mercado extranjero sólo recibirán la autorización de la FCC para prestar servicios internacionales de conmutación basados en la utilización de instalaciones a ese mercado si esas filiales acceden a ofrecer a todas las empresas estadounidenses una tasa de liquidación que no sea más elevada que la de referencia.
  En las rutas exentas de la aplicación de la política de liquidaciones internacionales, las normas de la FCC permiten que un operador extranjero ofrezca a su empresa afiliada estadounidense una tasa de liquidación diferente de la que se ofrece a los operadores estadounidenses no afiliados;  ahora bien, el operador extranjero debe ofrecer a todas las empresas estadounidenses una tasa de liquidación que no sea superior a la tasa de referencia.

104. Las empresas estadounidenses clasificadas como dominantes debido a su afiliación con un operador extranjero que tiene poder de mercado en el extremo extranjero de una ruta internacional estadounidense están sujetas a prescripciones específicas en la prestación de un servicio internacional estadounidense en esa ruta, que incluyen obligaciones de separación y de notificación trimestral.
  En 2003, que es el año más reciente del que existen datos anuales, unas 14 empresas estadounidenses notificaron que funcionaban como operadores internacionales estadounidenses dominantes.

105. La Orden sobre Participación Extranjera prevé la posibilidad de que las salvaguardias reglamentarias de la FCC resulten insuficientes para prevenir que una empresa extranjera perjudique a la competencia en el mercado estadounidense.  Así pues, la FCC se reserva el derecho de imponer otras condiciones para las autorizaciones o licencias.  Esas condiciones podrían suponer obligaciones de notificación suplementarias y la aprobación previa de ampliaciones de circuitos.  Las autoridades de los Estados Unidos indicaron que la Comisión ha ejercido ese derecho en una sola ocasión, en el contexto de una autorización para prestar servicios basados en la utilización de instalaciones en las rutas Estados Unidos-Jamaica y Estados Unidos-Saint Kitts y Nevis.
  Además, la FCC se reserva el derecho de denegar la solicitud cuando ésta constituya un "riesgo muy elevado" para la competencia en el mercado estadounidense.
  Las autoridades de los Estados Unidos han indicado que no existen criterios específicos para determinar si una solicitud plantea un riesgo muy elevado, pues ello depende de circunstancias que guardan una relación específica con cada caso concreto.

106. En virtud del artículo 1377 de la Ley General de Comercio Exterior y Competencia de 1988, los Estados Unidos examinan anualmente el cumplimiento por parte de los interlocutores comerciales de sus obligaciones en el marco de los acuerdos sobre telecomunicaciones que hayan suscrito con los Estados Unidos.  En el informe de 2005 figura una serie de quejas relacionadas con determinados países.

b)
Acceso desagregado a los elementos de la red

107. El artículo 251 de la Ley de Comunicaciones de 1934 prescribe que "todas las empresas titulares de servicios de telefonía local" otorguen a las empresas solicitantes "un acceso no discriminatorio a los elementos de la red con carácter desagregado cuando resulte técnicamente viable a tarifas y en condiciones que sean justas, razonables y no discriminatorias ...".
  El precio de los elementos de la red previstos en el artículo 251 debe estar "basado en el costo (determinado sin remisión a tasas de rentabilidad u otros procedimientos basados en tasas) de proporcionar interconexión o elemento de red" y "podrá incluir un beneficio razonable".
  La Ley autoriza asimismo a la FCC a determinar los elementos que quedan sujetos a la desagregación en virtud del artículo 251, e instruye a la Comisión a que considere, "como mínimo", si es "necesario" el acceso a elementos de la red que son de dominio privado, y si el hecho de no proporcionar con carácter desagregado un elemento que no es de dominio privado "mermaría" la capacidad de la empresa solicitante de suministrar servicio.
  Además del artículo 251, que se aplica a todas las empresas titulares de servicios de telefonía local, las empresas de explotación Bell (Bell Operating Companies) deben proporcionar acceso desagregado a la lista de elementos de la red que se especifica en el artículo 271(c)(2)(B) de la Ley, la denominada "lista-guía competitiva".

108. En diciembre de 2004, la FCC adoptó sus normas más recientes relativas al grado en que las empresas titulares de servicios de telefonía local deben poner los elementos de su red a disposición de otras empresas (a las que suele denominar "empresas de servicios de telefonía local competitivas").
  Las normas responden a un fallo del Tribunal de Apelación de los Estados Unidos del Circuito del Distrito de Columbia que anuló partes de las normas sobre desagregación de la FCC que se estipulaban en la Orden de Examen Trienal de agosto de 2003.

109. Según la FCC, las nuevas normas imponen obligaciones de desagregación únicamente si la Comisión dictamina que "las empresas se ven realmente obstaculizadas si no tienen acceso a elementos concretos de la red y cuando la desagregación no frustre la competencia sostenible basada en la utilización de instalaciones".  Señala además que este enfoque garantiza los debidos incentivos "tanto para las empresas titulares de servicios de telefonía local como para las competitivas, para que inviertan con un criterio racional en el mercado de las telecomunicaciones de la forma que mejor permita la innovación y la competencia sostenible".

110. Tras la adopción de las nuevas normas, las obligaciones en materia de desagregación siguen siendo de aplicación al transporte específico entre oficinas en rutas que conectan a todos los mercados, salvo los más grandes, y a determinados bucles de gran capacidad (a reserva de topes) en todos los mercados salvo los más grandes.  Las empresas titulares de servicios de telefonía local no están obligadas a proporcionar a los operadores solicitantes un acceso desagregado a servicios de conmutación local de circuitos para mercados de masas.  En consecuencia, la plataforma de elementos de red desagregados (UNE-P) (o sea, la combinación de un bucle desagregado, conmutación local de circuitos desagregada y transporte compartido) ya no resulta necesaria, aunque siguen vigentes las obligaciones previas de desagregación relacionadas con bucles locales.

111. Se ha observado que la plataforma de elementos desagregados de red se convirtió en la estrategia de entrada preferida por las empresas después del hundimiento en 2000 de los valores bursátiles de tecnología de la información y la comunicación.
  La Comisión constató, no obstante, que depender únicamente de la plataforma UNE-P disuadía a las empresas competidoras de invertir en sus propias instalaciones.
  Según las autoridades estadounidenses, esta constatación llevó a la FCC a eliminar la conmutación de circuitos local desagregada.  Para llegar a esa conclusión la FCC se basó también en la situación de la competencia multimodal para el servicio de banda ancha, en particular la de los servicios de módem por cable.
  Las autoridades también señalaron que, de resultas de ello, la FCC ha llevado a cabo una política consistente en crear incentivos para el despliegue de banda ancha desde 2003, al no obligar a las empresas titulares de servicios de telefonía local a desagregar nuevas instalaciones que estén concebidas para prestar servicios de banda ancha a clientes particulares, como bucles de fibra hasta el hogar, bucles de fibra hasta la acera, la parte de alta frecuencia del bucle utilizada para el reparto de líneas, y bucles híbridos.
  La Comisión ha ampliado estas políticas a las prescripciones de desagregación para las empresas explotadoras Bell en virtud del artículo 271 de la Ley de Comunicaciones de 1934.

112. Las empresas que utilizan elementos de red que ya no tienen que estar disponibles en virtud de las nuevas normas tienen que trasladar sus servicios a otras instalaciones en un plazo de 12 o de 18 meses, según el elemento de que se trate.  Durante la transición, las empresas mantendrán el acceso a UNE-P, al transporte entre oficinas específico y a los bucles de gran capacidad, respecto de los que se eliminaron las obligaciones de desagregación, pero a una tasa máxima más elevada.

c)
La compensación entre empresas

113. Desde 2001, la FCC ha venido estudiando medidas para reformar su régimen de compensación entre empresas
, que está regido por un complejo sistema de normas en que se establecen diferencias entre tipos de empresas y de servicios.
  Por lo general, estas normas pueden clasificarse como de "compensación recíproca", que rigen la compensación ligada al tráfico local, y de "derecho de conexión", que se refieren a las llamadas de larga distancia.  En el anterior Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos, el Japón instó a la FCC a que eliminará o redujera "la disparidad y las incongruencias" de los derechos de conexión.

114. Según la Comisión, es necesario sustituir la vigente "mezcolanza" de normas de compensación entre empresas por un enfoque "unificado".
  La FCC señala también que las distinciones entre tipos de tráfico, empresas, y puntos finales de telecomunicaciones crean oportunidades para un arbitrio reglamentario, así como incentivos para la adopción de decisiones poco eficientes sobre inversiones y despliegues.

115. En marzo de 2005, la FCC expidió una "notificación ulterior de propuesta de adopción de una decisión" relacionada con sus planes de introducir un régimen unificado de compensación entre empresas.
  En el contexto de la reforma, la Comisión ha individualizado el enfoque consistente en facturar y quedarse con los ingresos como posible alternativa a la compensación entre empresas.  Según este enfoque, ninguna de las dos redes interconectadas cobra a la otra por terminar el tráfico.  Más bien, las empresas recuperan de sus clientes todos los gastos que motiva originar y terminar el tráfico.

5) Transporte marítimo

i) Principales características y consideraciones de política de competencia

116. La participación de buques de pabellón extranjero en el comercio por vía acuática de los Estados Unidos, expresada en volumen, siguió aumentando en el período objeto de examen, llegando a alcanzar el 55,5 por ciento en 2003, frente a un 53,9 por ciento del total en 2001 y a un 45,1 por ciento en 1991;  en esas cifras se incluye el transporte nacional por vía acuática, reservado a los buques de pabellón estadounidense.  Si sólo se considera el tráfico exterior por vía acuática, la parte del comercio transportada por buques extranjeros fue del 97,9 por ciento.  El valor de la carga importada por vía acuática alcanzó 604.600 millones de dólares EE.UU. en 2003, y el total de las exportaciones por vía acuática alcanzaron los 202.500 millones de dólares EE.UU.;  la carga total por vía acuática representó más del 40 por ciento del valor del comercio de los Estados Unidos.  El tradicional déficit comercial estadounidense en servicios de carga y portuarios alcanzó 17.200 millones de dólares EE.UU.

117. El transporte interno de carga por vía acuática (en rutas a las que aplica la Ley Jones) se elevó a un total de 921,7 millones de toneladas en 2003, es decir, el 43,3 por ciento de la carga transportada por vía acuática, frente a un 44,8 por ciento en 2001 y un 51,6 por ciento 10 años antes.
  El 1º de julio de 2004, la flota de pabellón estadounidense, con 13 millones de toneladas de peso muerto (TPM) y 412 buques, ocupaba el decimosegundo puesto entre las flotas de la marina mercante del mundo.  Por lo que respecta a la propiedad, la flota estadounidense es la sexta del mundo en importancia, con 931 buques (39,6 millones TPM).
  Sólo el 2 por ciento de la carga internacional fue transportado por buques de pabellón estadounidense en 2003.

118. En las negociaciones sobre servicios de transporte marítimo de la OMC, suspendidas en junio de 1996, los Estados Unidos no presentaron ninguna oferta.  Tampoco han incluido los servicios de transporte marítimo en su oferta inicial sobre los servicios formulada en el marco del Programa de Doha para el Desarrollo.

119. La Administración Marítima (MARAD) del Departamento de Transporte promueve el "desarrollo y mantenimiento de una marina mercante estadounidense adecuada y equilibrada, suficiente para transportar el comercio acuático interno de los Estados Unidos y una parte sustancial de su comercio externo por vía acuática, y que pueda servir de elemento naval y militar auxiliar en tiempo de guerra o de emergencia nacional".
  La Comisión Marítima Federal (FMC) es un organismo independiente que reglamenta el transporte transoceánico, incluidos los intermediarios de transporte transoceánico, y supervisa las actividades colectivas de las compañías de navegación (que no están sujetas a las leyes antimonopolio de los Estados Unidos respecto de las empresas estadounidenses y extranjeras que explotan servicios de transporte por buques de línea regular).
  La FMC se encarga también de reglamentar las tarifas de los transportistas propiedad del Estado o controlados por éste.  También investiga y lleva a juicio las prácticas desleales, incluidas las actividades que producen distorsiones del mercado.  La mayor parte de esas investigaciones concluyen en transacciones basadas en la imposición de sanciones pecuniarias administrativas, que en el ejercicio económico de 2003 ascendieron a 3,13 millones de dólares EE.UU.  La FMC administra también un programa de solución alternativa de diferencias.

ii) Comercio interno por vía acuática

120. El artículo 27 de la Ley de la Marina Mercante de 1920, comúnmente denominada Ley Jones, reserva el servicio de carga entre dos puntos de los Estados Unidos (incluidos sus territorios y posesiones), ya sea directamente o pasando por un puerto extranjero, a buques matriculados y construidos en los Estados Unidos que sean propiedad de una empresa estadounidense y en los que el 75 por ciento de los empleados sean ciudadanos estadounidenses.  La Ley Jones no impide a empresas extranjeras establecer compañías navieras en los Estados Unidos siempre que cumplan los requisitos relativos a los empleados estadounidenses.  Esos mismos requisitos se aplican a los servicios nacionales de pasajeros en virtud de la Ley de Servicios de Buques de Pasajeros de 1886.

121. La aplicación de la Ley Jones y de la Ley de Servicios de Buques de Pasajeros de 1886 está sujeta a ciertas exenciones.  Por ejemplo, el Secretario de Transporte puede eximir de la obligación de que estén construidos en los Estados Unidos los buques autorizados para transportar 12 pasajeros como máximo en una zona determinada siempre que se cumplan ciertos criterios.

iii) Comercio internacional por vía acuática

122. Aproximadamente el 98 por ciento del comercio extranjero transoceánico de los Estados Unidos se transporta en buques de pabellón extranjero.  La Ley de Transporte Marítimo de 1984, enmendada por la Ley de Reforma de la Navegación de Altura de 1998, tiene por finalidad aumentar la competencia en el sector del transporte marítimo internacional permitiendo a las navieras celebrar contratos de servicios con importadores o exportadores sin que las agrupaciones de transportistas puedan limitar esta posibilidad.  Los Estados Unidos han negociado acuerdos marítimos bilaterales con cuatro países.  En 2005 se firmó un instrumento de ese tipo con el Brasil.

123. Las empresas tanto estadounidenses como extranjeras que explotan servicios de transporte por buques de línea regular y las empresas explotadoras de terminales marítimos en los Estados Unidos se benefician de exenciones a la legislación antimonopolio, incluidas las leyes Sherman y Clayton (véase el capítulo III 4) ii)), respecto de sus operaciones en el comercio exterior transoceánico estadounidense.  Según la Ley de Transporte Marítimo de 1984, los acuerdos entre empresas de servicios de línea y empresas explotadoras de terminales marítimos para estudiar, fijar o reglamentar las tarifas de transporte, así como otras condiciones de servicio, o para cooperar en asuntos operacionales, han de presentarse a la FMC, que está encargada de examinar los acuerdos para evitar el comportamiento anticompetitivo.  La FMC tiene facultades para solicitar la anulación judicial de los acuerdos que a su juicio sean anticompetitivos.  Tras una investigación llevada a cabo en 2002-2003, la FMC suscribió un acuerdo de transacción con 14 empresas miembros del Acuerdo Transpacífico de Estabilización, que dio lugar a la imposición de limitaciones a los asuntos que las empresas pueden coordinar en el marco del Acuerdo.

124. En virtud de la Ley de Reforma de la Navegación de Altura de 1998, que introdujo enmiendas a la Ley de Transporte Marítimo de 1984 para fomentar la competencia, favoreciendo para ello la utilización de contratos de servicios con importadores y exportadores, la FMC se encarga de velar por que las tarifas y tasas de transporte en el comercio exterior estadounidense de las empresas de transporte público se publiquen por medios electrónicos y estén a disposición del público.  La FMC mantiene también un sistema electrónico en el que figuran los contratos de servicios entre las empresas públicas de transporte marítimo y los expedidores.  La ley exige que esos contratos se presenten a la FMC.  La Comisión otorgó en enero de 2005 una exención de las prescripciones aplicables de respeto de las tarifas a las empresas de transporte marítimo que no explotan buques y que suscriben acuerdos de servicios con sus expedidores a título individual.  La exención obliga a esas empresas a que notifiquen esas tarifas a la FMC y hagan públicas sus condiciones básicas.  La FMC también está facultada para examinar las tarifas de las empresas de transporte marítimo de propiedad estatal o controladas por el gobierno a fin de garantizar que los transportistas comerciales con los que compiten no resulten injustamente desfavorecidos.

125. En virtud de la Ley de Prácticas de Transporte Marítimo Extranjero de 1988, la FMC está habilitada para investigar y abordar las condiciones que afecten negativamente a las empresas estadounidenses en el comercio exterior, cuando esas condiciones no existan para los transportistas extranjeros en los Estados Unidos.  La Comisión está autorizada a investigar y abordar las condiciones generales o específicas negativas para el transporte marítimo en el comercio exterior estadounidense con arreglo a la Ley de la Marina Mercante de 1920.  En el ejercicio de 2004, la FMC vigiló las prácticas de transporte marítimo de una serie de gobiernos extranjeros, pero no adoptó medidas.
  En virtud de la Ley de Transporte Marítimo de 1984, la FMC ejerce una supervisión reglamentaria especial de las "empresas de transporte controladas", o sea, las empresas de transporte marítimo que son activas en el comercio exterior estadounidense y que son propiedad de Estados extranjeros o están bajo su control.  En mayo de 2005, la FMC publicó una lista actualizada en la que figuraban ocho empresas controladas, de Argelia, China (cuatro), Singapur y Sri Lanka.

126. Existe una serie de programas que permiten la utilización de la flota comercial estadounidense para fines de defensa.  El Programa de Seguridad Marítima da apoyo a la marina mercante de pabellón estadounidense efectuando un pago fijo a las empresas que explotan buques de pabellón estadounidense.  El Programa, de 10 años de duración, aporta fondos para 47 buques con el fin de asegurarse de que cierto número de buques de la flota comercial aptos para uso militar estén a disposición de la nación para operaciones de transporte marítimo en tiempo de guerra o en situaciones de excepción en el país.  Está autorizada una financiación de 98,7 millones de dólares EE.UU. al año como máximo hasta el ejercicio de 2005, pero el Congreso de los Estados Unidos debe consignar los fondos cada año.  En el ejercicio de 2004, la Administración Marítima efectuó pagos directos por valor de 98,7 millones de dólares EE.UU. con destino al Programa.
  El Programa vigente expira a finales del ejercicio de 2005.

127. El 1º de octubre de 2005 da comienzo un nuevo programa de 10 años de duración que prevé fondos para que 60 buques reciban asistencia en el marco del programa de seguridad marítima, a reserva de que el Congreso apruebe las correspondientes consignaciones anuales.  Los fondos autorizados para los ejercicios de 2006, 2007 y 2008 ascienden a 2,6 millones de dólares EE.UU. por buque al año;  aumentan a 2,9 millones de dólares EE.UU. por buque al año en los ejercicios de 2009 a 2011, y a 3,1 millones de dólares EE.UU. del ejercicio de 2012 al de 2015.

128. El Acuerdo Voluntario de Transporte Marítimo Multimodal (VISA), implantado en enero de 1997 y patrocinado por la Administración Marítima, brinda al Departamento de Defensa un acceso garantizado a la capacidad de transporte comercial multimodal en tiempo de guerra o en situaciones de excepción en el país.  Al 1º de marzo de 2005, el Acuerdo contaba con 59 participantes.  La capacidad de los participantes en el Programa de Seguridad Marítima representa el 69 por ciento de la capacidad del Acuerdo, cuyos participantes son objeto de atención prioritaria en la adjudicación de contratos del Departamento de Defensa para el transporte marítimo de carga en tiempo de paz.

129. La Ley de Preferencia de la Carga de 1904 exige que todos los artículos (productos finales y piezas componentes) que los departamentos militares y los organismos de defensa estadounidenses compren, o que les pertenezcan, sean transportados exclusivamente en buques de pabellón estadounidense.  La Ley de Preferencia de la Carga de 1954 (P.L. 83-664) modificada exige que el 50 por ciento como mínimo del tonelaje bruto de toda la carga generada por organismos públicos sea transportada en buques comerciales de propiedad privada y de pabellón estadounidense, siempre que estén disponibles a precios justos y razonables.
  De conformidad con la Ley de 1954, los buques construidos o reconstruidos en el extranjero deben haber estado matriculados con pabellón estadounidense durante tres años para poder transportar las cargas objeto de las preferencias previstas en la Ley.  Este requisito no se aplica a los buques de pabellón estadounidense que transportan cargas con arreglo a la Ley de 1904 o a la Resolución Pública 17 (véase infra).  Todos los buques de pabellón estadounidense que transportan cargas preferenciales participan en el programa VISA.  La Ley de Preferencia de la Carga de 1954 también es de aplicación a la Reserva Estratégica de Petróleo, administrada por el Departamento de Energía, que está obligado a utilizar petroleros de pabellón estadounidense para transportar el 50 por ciento del petróleo como mínimo.

130. La Ley de Seguridad Alimentaria de 1985 modificó la Ley de Preferencia de la Carga de 1954 para que la proporción mínima de cargamentos agrícolas en el marco de determinados programas de asistencia exterior del Departamento de Agricultura y la Agencia para el Desarrollo Internacional que debían ser transportados por buques de pabellón estadounidense aumentara al 75 por ciento.  Esa Ley también estableció el programa de diferencia del flete marítimo.
  La Administración Marítima reembolsa al Departamento de Agricultura su parte de los costos por encima del 50 por ciento del tonelaje bruto.  En el ejercicio de 2004, los pagos en concepto de la diferencia del flete marítimo ascendieron a un total de 61 millones de dólares EE.UU., frente a 113 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2003.

131. La Ley de Seguridad Alimentaria de 1985 también prevé un reembolso suplementario al Departamento de Agricultura, denominado "Exceso 20%", que es de aplicación cuando los gastos efectuados por el Departamento de Agricultura en concepto de flete marítimo y de diferencia de flete marítimo en exportaciones de productos básicos agrícolas y otros productos agropecuarios en el marco de determinados programas agrícolas superan el 20 por ciento del valor de los productos básicos exportados con arreglo a tales programas;  se reembolsa la suma que excede del 20 por ciento.  En el ejercicio 2003-2004 (1º de octubre a 30 de septiembre) de preferencia de la carga, el 75 por ciento de los productos básicos de ayuda alimentaria se transportó en buques de pabellón estadounidense;  las leyes sobre preferencia de la carga agrícola generaron unos ingresos de 460 millones de dólares EE.UU. para los propietarios de buques con pabellón estadounidense y dieron empleo a 113 buques con dicho pabellón.  La Administración Marítima calcula que la mayoría de los 113 buques participantes probablemente no tendrían pabellón de los Estados Unidos sin los ingresos derivados de los cargamentos preferenciales.

132. La Resolución Pública Nº 17 de 1934 establece que, cuando un organismo público conceda préstamos a la exportación o garantías de créditos, los productos exportados deberán transportarse exclusivamente en buques estadounidenses.  La resolución es aplicable a los créditos del Banco de Exportación-Importación (Ex-Im Bank) u otros instrumentos públicos.  Se pueden solicitar exenciones legales cuando no haya buques estadounidenses disponibles en un plazo razonable o a tarifas moderadas.  Se pueden otorgar exenciones para el uso parcial de buques de pabellón nacional de los países receptores, aun en el caso de que se disponga de buques de pabellón estadounidense, pero el transporte marítimo realizado por el país receptor no podrá exceder del 50 por ciento del total transportado al amparo del crédito, y esas exenciones están sujetas a la concesión de un trato de reciprocidad por parte del país receptor a los buques de pabellón estadounidense.

iv) Servicios portuarios

133. Los Estados Unidos tienen 361 puertos públicos, por los que pasa la mayor parte del comercio de ultramar estadounidense.  En 2003, los 50 puertos principales recibieron el 90 por ciento del total del tonelaje de carga de los Estados Unidos;  los 25 principales puertos de contenedores representan más del 98 por ciento de todos los envíos de contenedores de los Estados Unidos.  Las escalas de buques en puertos de los Estados Unidos representan el 10 por ciento del total mundial de escalas de buques.  El volumen del tráfico que entra en los puertos de la costa occidental estadounidense ha registrado un rápido aumento, que se debe sobre todo a las mayores cargas que transportan los buques, lo que ha puesto a prueba la capacidad de algunos puertos.
  A mediados de 2004, como consecuencia de la congestión en las terminales de contenedores de los puertos de Los Ángeles y Long Beach en California, se tardaba de seis a ocho días en descargar un buque, o sea, el doble del plazo normal.  Las autoridades indican que la congestión portuaria provoca numerosos problemas, como costos de transporte más elevados e importantes retrasos del cargamento en tránsito.  La congestión portuaria afecta también a Nueva York y Nueva Jersey.

134. El Programa de Ampliación Portuaria de la Administración Marítima ha sido concebido para abordar el problema de la congestión portuaria a mediano plazo, con la finalidad de duplicar, como mínimo, para 2020 el volumen de la capacidad de manipulación de carga en todos los puertos principales de los Estados Unidos para poder atender a la creciente demanda comercial.
  La Administración Marítima tiene en marcha varias iniciativas encaminadas a solucionar el problema, entre ellas el programa de transporte marítimo de travesía corta;  la iniciativa del Sistema de Transporte Marítimo;  el programa de transferencia de propiedad de bienes raíces con fines de ampliación portuaria;  y el programa de cooperación para la manipulación de carga.

135. Los servicios portuarios estadounidenses se ofrecen en condiciones no discriminatorias.  Los Estados Unidos no conceden trato preferencial a ningún país en lo que respecta al uso de las instalaciones portuarias.  Por razones de seguridad nacional, se prohíbe la entrada en los puertos estadounidenses a los buques procedentes de Camboya, Corea del Norte, Cuba, el Irán, el Iraq, Libia y Siria.  Los Estados Unidos mantienen una exención al trato NMF consistente en restricciones a las actividades de carga y descarga realizadas por las tripulaciones de buques extranjeros cuya propiedad y bandera correspondan a países que imponen restricciones análogas de carga y descarga a las tripulaciones estadounidenses de buques de pabellón de los Estados Unidos.
  La Ley de Extranjería de 1952 modificada prohíbe a los tripulantes extranjeros realizar actividades de carga y descarga en los Estados Unidos, pero prevé una excepción de reciprocidad.

136. El Título I de la Ley de Seguridad del Transporte Marítimo de 2002 (P.L. 107-295) obliga a los buques comerciales que lleguen a los Estados Unidos procedentes de un puerto extranjero a transmitir con antelación por vía electrónica información sobre los pasajeros, la tripulación y el cargamento (capítulo III 2) i) b)).  La Ley de Seguridad del Transporte Marítimo de 2004 modificó la legislación federal de transporte marítimo y otorgó a los tribunales de distrito estadounidenses jurisdicción para prevenir infracciones de ciertas prescripciones sobre seguridad portuaria;  también autorizó al Secretario de Transporte a denegar o retirar la autorización de entrada en puerto a todo propietario, agente, patrón, oficial o persona a cargo de un buque que sea susceptible de sanción o multa por violar esas prescripciones.

137. En el marco del Programa de Subvenciones para la Seguridad Portuaria, los propietarios y las empresas explotadoras de puertos y terminales estadounidenses, los buques y transbordadores de pasajeros inspeccionados por los Estados Unidos, así como las autoridades portuarias y los organismos estatales y locales, pueden recibir subvenciones de la Oficina de Preparación Interna del Departamento de Seguridad Nacional de los Estados Unidos a fin de incrementar la seguridad de los operadores y pasajeros con medidas de mejora de la seguridad física.
  En el ejercicio de 2005, 66 puertos estadounidenses tenían derecho a financiación y se asignaron 140,9 millones de dólares EE.UU. al programa.

v) Construcción naval y reparación de buques

138. Con arreglo a lo dispuesto por la Ley Jones, los astilleros estadounidenses son los únicos que pueden suministrar buques para las rutas internas;  se otorgó a los Estados Unidos una exención de las normas del GATT para las medidas que prohíben la utilización, venta o alquiler de buques construidos o reconstruidos en el extranjero con fines comerciales entre puntos situados en aguas nacionales o en las aguas de una zona económica exclusiva.  No hay restricciones a la inversión extranjera en astilleros o instalaciones de reparación de buques de los Estados Unidos, pero las prestaciones de determinados programas pueden estar supeditadas a prescripciones de nacionalidad.

139. La Administración Marítima proporciona asistencia financiera a los armadores de buques y los astilleros estadounidenses a través del Programa Federal de Financiación de Buques (Título XI), creado en cumplimiento de lo dispuesto en el Título XI de la Ley de la Marina Mercante de 1936, modificada.  Con este programa, el gobierno federal garantiza las obligaciones de financiación o refinanciación del sector privado para la construcción o reconstrucción de buques de propiedad estadounidense o extranjera en astilleros de los Estados Unidos.  La garantía se basa en el "costo real" de los buques o la tecnología empleada en la construcción naval, y suele incluir el costo de construcción, reconstrucción o reacondicionamiento del buque, junto con el interés devengado en el plazo de construcción y la comisión de garantía.
  Las garantías cubren hasta el 87,5 por ciento del valor durante un plazo máximo de 25 años, según el tipo de proyecto.  En el ejercicio de 2004, se aprobaron nuevas solicitudes de dos empresas para proyectos por un total de 178 millones de dólares EE.UU., lo que representa 152 millones de dólares EE.UU. en garantías.  En el ejercicio de 2003 se aprobaron tres solicitudes para proyectos que ascendían a 446,6 millones de dólares EE.UU. con garantías de 354,4 millones de dólares EE.UU.  El 30 de septiembre de 2004, seguían pendientes garantías en el marco del Título XI por un total de 3.500 millones de dólares EE.UU., y esperaban la aprobación solicitudes por valor de más de 1.500 millones de dólares EE.UU.

140. En virtud del Fondo de Capital para la Construcción y del Fondo de Reserva para la Construcción, los ciudadanos estadounidenses que sean propietarios o arrendatarios de buques pueden obtener ventajas fiscales para construir buques que reúnan las condiciones prescritas.  El Fondo de Capital para la Construcción otorga moratorias fiscales a las empresas que explotan buques dedicados al comercio exterior, al comercio interno en zonas no contiguas y a las pesquerías estadounidenses, o que naveguen en los Grandes Lagos.  Esos buques deben haber sido construidos en los Estados Unidos y estar documentados con arreglo a sus leyes.
  La finalidad expresa de este Fondo es compensar la desventaja competitiva con que se enfrentan las empresas que explotan buques de pabellón estadounidense en la construcción y sustitución de sus buques en relación con las empresas que explotan buques de pabellón extranjero matriculados en países que no gravan con impuestos los ingresos derivados del transporte marítimo.  El Fondo de Reserva para la Construcción es un programa de ayuda financiera que otorga moratorias fiscales a empresas que explotan buques de pabellón estadounidense respecto de las plusvalías imputables a la venta o pérdida de un buque, siempre que el producto de esas operaciones se destine a ampliar o modernizar la flota mercante de los Estados Unidos.

141. En el marco del programa para la extensión de las actividades manufactureras, artículo 8062 de P.L. 108-87, aprobado el 30 de septiembre de 2003, los arsenales de la Marina estadounidenses tienen derecho a participar en cualquier programa de extensión de las actividades manufactureras financiado con cargo a fondos consignados en el marco de cualquier ley.

142. A finales de 2004, existían en los Estados Unidos 135 astilleros e instalaciones de reparación de buques;  los grandes astilleros empleaban a unas 78.200 personas.  A finales de 2004 se calculaba que la cartera de pedidos ascendía a 1.200 millones de dólares EE.UU.;  figuraban en esa cartera siete buques con derecho a acogerse a la Ley Jones, financiados en el marco del Título XI o del Fondo de Capital para la Construcción.
  Los buques de pabellón estadounidense reparados en el extranjero están sujetos a un derecho ad valorem del 50 por ciento, calculado sobre el costo del equipo y las reparaciones no de urgencia en países extranjeros.  Los buques de propiedad estadounidense con pabellón extranjero no están sujetos a ese derecho, que también se suprimió en el marco del TLCAN y de los Acuerdos de Libre Comercio firmados con Chile y Singapur.

143. La Ley de Seguridad Marítima de 2003 prevé el establecimiento de un programa por el que se concederá asistencia financiera para la construcción en los Estados Unidos de una flota de hasta cinco buques tanque de productos de propiedad privada con pabellón estadounidense, que se dedicarán al comercio exterior, serán aptos para transportar productos de petróleo de utilidad militar y estarán disponibles llegado el caso para fines de defensa nacional.  La asistencia se presta hasta un máximo del 75 por ciento del costo real de construcción del buque, pero no será superior a 50 millones de dólares EE.UU. por buque;  está supeditada a que se cumplan las prescripciones relacionadas con el contenido estadounidense, es decir, que los componentes extranjeros del casco y la superestructura no constituyan más del 5 por ciento del peso total en acero del buque por pieza o del 10 por ciento en total.  El solicitante de asistencia para la construcción debe ser un astillero situado en los Estados Unidos o un ciudadano estadounidense.
  Las autoridades indican que hasta la fecha no se han adjudicado contratos para la construcción de nuevos buques tanque en el marco del programa, y que no se han desembolsado fondos.

6) Servicios de transporte aéreo

i) Características principales

144. Más de una cuarta parte del comercio estadounidense, expresado en valor, se transporta por vía aérea.  El tráfico aéreo interno estadounidense representa una tercera parte aproximadamente del mercado mundial de servicios aéreos, y más de la mitad de los 30 aeropuertos más concurridos del mundo están situados en los Estados Unidos.  Casi todos los aeropuertos estadounidenses con servicios comerciales son propiedad del gobierno estatal o local, aunque algunos son explotados mediante contratación externa y contratos de gestión;  los acuerdos de este tipo son habituales para la prestación de servicios aeroportuarios de alcance más limitado, como las operaciones en los terminales y las zonas de aparcamiento, el transporte en tierra, el mantenimiento de edificios, la publicidad, la manipulación de los equipajes, la construcción y la ingeniería.

145. Existen en los Estados Unidos 78 líneas regulares de pasajeros propias (14 grandes, 17 nacionales y 47 regionales).  Los ataques del 11 de septiembre de 2001 tuvieron graves consecuencias para las compañías aéreas estadounidenses, que han seguido atravesando dificultades financieras durante el período que se examina, afectadas además por la acelerada subida de los precios del combustible y una fuerte competencia.  En particular, cuatro de las grandes compañías aéreas estadounidenses (Delta, Northwest, US Airways y UAL Corporation (sociedad matriz de United Airlines) se encontraban en vías de reorganización en octubre de 2005 al amparo de las disposiciones del capítulo 11 del Código de Insolvencia de los Estados Unidos.  En octubre de 2004, una compañía aérea de bajo costo, ATA Airlines, también presentó una instancia según lo dispuesto en el capítulo 11.

146. El Departamento de Transporte publica estadísticas sobre el rendimiento de 31 compañías aéreas concretas, las pertenecientes al grupo de las grandes y al de las nacionales.  Las grandes compañías de pasajeros han notificado pérdidas netas todos los años desde 2001, y anunciaron pérdidas de 3.400 millones de dólares EE.UU. en el primer trimestre de 2005.  Salvo en 2003, las compañías nacionales de pasajeros también han registrado pérdidas netas todos los años, aunque notificaron unos beneficios de 57 millones de dólares EE.UU. en el primer trimestre de 2005.

ii) Marco reglamentario

147. La Oficina del Secretario de Transporte, dependiente del Departamento de Transporte, tiene a su cargo la política de transporte aéreo en los Estados Unidos.  La Administración Federal de Aviación del Departamento de Transporte supervisa la seguridad de las compañías aéreas certificadas y fiscaliza a los transportistas aéreos extranjeros que operan en territorio estadounidense.
  Todo aquél que desee suministrar servicios de transporte aéreo como compañía aérea estadounidense debe obtener dos autorizaciones distintas del Departamento de Transporte:  la autorización "económica" de la Oficina del Secretario de Transporte y la de "seguridad" de la Administración Federal de Aviación.  La Oficina examina las solicitudes para comprobar que la compañía es apta, dispuesta y capaz para suministrar transporte aéreo.  El Departamento de Transporte puede adoptar medidas en virtud de su autoridad legal para salvaguardar la competencia.

148. Por ley, la propiedad sustancial y el control efectivo de las compañías aéreas de los Estados Unidos deben estar en manos de ciudadanos de ese país.
  Toda participación extranjera en una empresa de transporte estadounidense está limitada al 25 por ciento como máximo de las acciones con derecho a voto.  Además, el presidente y al menos dos tercios de los miembros del Consejo de Administración y otro personal directivo deben ser ciudadanos de los Estados Unidos.  Sin embargo, el Departamento de Transporte permite, en ciertas circunstancias, que ciudadanos extranjeros sean propietarios de hasta el 49 por ciento de las acciones de una compañía aérea sumando acciones sin derecho a voto al porcentaje del 25 por ciento antes indicado, siempre que el control efectivo siga estando en manos de ciudadanos estadounidenses y que exista un acuerdo de cielos abiertos entre los Estados Unidos y el país de origen del inversor extranjero (como en el caso de la inversión de KLM en Northwest a comienzos del decenio de 1990).

149. Sólo los transportistas estadounidenses están autorizados a suministrar servicios aéreos nacionales.  Las tripulaciones de los servicios aéreos nacionales de pasajeros y carga deben ser nacionales de los Estados Unidos o extranjeros residentes.  El arrendamiento de aeronaves con tripulación (y, habitualmente, también con mantenimiento y seguro) a transportistas estadounidenses sigue estando restringido a empresas y ciudadanos estadounidenses.  La Ley Fly America (49 USC 40118) exige que el transporte de pasajeros y de carga financiado por el Gobierno de los Estados Unidos sea realizado por transportistas aéreos nacionales (a estos efectos, se considera un servicio prestado por un transportista estadounidense el uso por éste de un código compartido con una compañía aérea extranjera), pero confiere a los Estados Unidos la facultad de celebrar acuerdos bilaterales o multilaterales que permitan a transportistas aéreos extranjeros suministrar tales servicios si esos acuerdos son compatibles con los objetivos de la política estadounidense de transporte aéreo internacional y prevé el intercambio de derechos o ventajas de magnitud similar.

150. Hasta el 31 de agosto de 2005, el Programa de Seguro Aéreo de la Administración Federal de Aviación proporcionaba cobertura para las necesidades de seguros de la industria de transporte aéreo del país que no se podían atender en condiciones comerciales razonables.  El Programa cubre el seguro en concepto de pérdida del fuselaje por riesgo de guerra, responsabilidad civil y daños a los pasajeros y la tripulación, tal como lo exige la Ley de Seguridad Nacional de 2002 modificada por la Ley de Consignaciones Consolidadas de 2005.

151. El Departamento de Transporte gestiona los programas federales de apoyo a servicios en zonas remotas.  Los principales son el Programa de Servicios Aéreos Esenciales, en cuyo marco se desembolsan unos 100 millones de dólares EE.UU. al año
, y el Programa Piloto de Fomento de Servicios Aéreos a Pequeñas Comunidades, con arreglo al cual se asignaron fondos por vez primera en el ejercicio de 2002.  El Programa de ayuda a las pequeñas comunidades contaba con 19,8 millones de dólares EE.UU. para conceder subvenciones en el ejercicio de 2004 y con 20 millones de dólares EE.UU. en el de 2005.  No se ha establecido ningún límite al monto de las subvenciones;  desde que comenzó el programa, han oscilado entre 85.000 dólares EE.UU. y casi 1,6 millones de dólares EE.UU.  Además del apoyo prestado en el plano federal, también se pueden conceder incentivos a nivel estatal y local, sobre todo para aeropuertos de ciudades pequeñas y medianas.

152. La Administración Federal de Aviación regula los turnos de aterrizaje y despegue en tres aeropuertos de los Estados Unidos:  los aeropuertos Kennedy y La Guardia en Nueva York y el Aeropuerto Nacional Reagan en Washington.  La reglamentación de los turnos en los aeropuertos Kennedy y La Guardia expirará el 1º de enero de 2007.  Siguen vigentes los límites de turnos en el Aeropuerto Ronald Reagan sin fecha prevista de expiración;  no obstante, el Departamento de Transporte dictó dos órdenes en abril de 2004 por las que otorgaba 20 exenciones de turnos, ajustándose a lo prescrito en la Ley de Reautorización Visión 100 - Un Siglo de Aviación, de 2003, P.L. 108-176.
  La Administración Federal de Aviación se encarga de administrar los turnos, pero la Oficina de Análisis de Aviación del Departamento de Transporte es competente para la asignación y las exenciones.

153. Las autoridades señalan que, a raíz de los retrasos que se produjeron en el Aeropuerto Internacional O'Hare de Chicago cuando se suprimieron los límites de turnos el 1º de julio de 2002, la Administración Federal de Aviación llegó a unos acuerdos con las compañías aéreas estadounidenses que prestan servicios en O'Hare para reducir o programar sus operaciones regulares.  Los acuerdos se incorporaron a una orden de la Administración dictada el 16 de agosto de 2004 y las compañías aéreas han ajustado sus operaciones a las condiciones que impone la orden.  Las compañías extranjeras están exentas de cumplir la orden, pero sí han de cumplir con las prescripciones que supone la designación del Aeropuerto de O'Hare por la Administración Federal de Aviación como aeropuerto que exige una cooperación especial por parte de las compañías aéreas para establecer los horarios.  La Administración ha iniciado un trámite normativo para abordar la cuestión de las limitaciones futuras de las operaciones regulares en O'Hare.

154. La Administración Federal de Aviación es el principal proveedor de servicios de navegación aérea, pero contrata personal de empresas privadas para las torres de control del tráfico aéreo en pequeños aeropuertos.  En 2004, 231 de las 522 torres de control existentes en los Estados Unidos funcionaban en régimen de contrata.
  La Organización del Tráfico Aéreo (ATO), dependiente de la Administración Federal de Aviación que funciona con criterios de rentabilidad, fue creada en febrero de 2004 para supervisar el sistema del tráfico aéreo estadounidense.
  En su primer Plan Anual de Actuación, la ATO señaló que había reducido los costos unitarios de explotación y, al mismo tiempo, había aumentado la capacidad de llegadas y mejorado la seguridad de 35 aeropuertos incluidos en el plan.

iii) Acuerdos internacionales

155. Los Estados Unidos han contraído compromisos en el marco del AGCS respecto de las reparaciones y el mantenimiento de aeronaves, y han consignado en su Lista de exenciones del trato NMF la venta y comercialización de servicios de transporte aéreo y la explotación y reglamentación de los servicios de reserva informatizados.  En sus acuerdos bilaterales sobre transporte aéreo, los Estados Unidos han incluido cláusulas sobre los servicios de escala.
156. Los Estados Unidos han celebrado acuerdos bilaterales de aviación civil con 100 países;  en muchos casos son acuerdos de cielos abiertos, de los que han negociado 74.
  El Departamento de Transporte cree que esos Acuerdos propician un entorno que proporciona a los consumidores los servicios más competitivos y ajustados de precios, y considera también que son una condición necesaria, aunque no la única, para eximir del cumplimiento de la legislación antimonopolio a las alianzas con compañías extranjeras.  Los Estados Unidos participan, junto a Brunei, Chile, Nueva Zelandia, Samoa, Singapur y Tonga, en el Acuerdo Multilateral de Cielos Abiertos del Foro de Cooperación Económica de Asia y el Pacífico, suscrito en mayo de 2001.
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� Alemania, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Brasil, Canadá, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Irlanda, Italia, Japón, México, Nueva Zelandia, Países Bajos, Reino Unido, Suecia, Suiza y Venezuela.





� Arkansas, Arizona, Connecticut, Georgia, Hawaii, Kansas, Maryland, Minnesota, Nebraska, Nueva Jersey, Carolina del Norte, Tennessee, Vermont y Wyoming.





� Información en línea de la Asociación Nacional de Administradores de Seguros;  puede consultarse en:  http://www.naic.org./GLBA/narab.htm.





� En junio de 2005, este sistema era aceptado en 49 Estados y el Distrito de Columbia.





� En junio de 2005, este mecanismo era aceptado por 22 Estados.





� Al final de 2005, el Acuerdo Interestatal de Reglamentación de los Productos de Seguros había sido aprobado por ley en 19 Estados:  Colorado, Hawaii, Idaho, Indiana, Iowa, Kansas, Maine, Maryland, Nebraska, Nueva Hampshire, Carolina del Norte, Pennsylvania, Rhode Island, Texas, Utah, Vermont, Virginia, Washington y Virginia Oriental.  También lo ha hecho Puerto Rico.





� Al final de 2005 participaban en este Registro 30 Estados.  Véase la información en línea de la Asociación, en:  http://www.naic.org.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004, página 222 (texto en inglés).





� Pueden ser beneficiarios de esta Ley las compañías de seguros con licencia en un Estado de los Estados Unidos, así como las compañías sin licencia autorizadas para asegurar riesgos de "pérdidas superiores" que figuran en la lista trimestral de aseguradores extranjeros de la Asociación, o han sido autorizadas para ofrecer seguros de bienes y accidentes por un organismo federal en los sectores marítimo, de la aviación o los transportes.





� Oficina de Presupuesto del Congreso (2005c).





� 47 USC 151 et seq.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� Véase el documento GATS/SC/90/Suppl.2 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� Documento GATS/EL/90/Suppl.2 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� 47 USC 310.





� 47 USC 310.





� Modificación de las Políticas de Reglamentación de la Comisión para Autorizar a Estaciones Espaciales con Licencia no Estadounidense a Suministrar Servicios Fijos Nacionales e Internacionales de Satélite en los Estados Unidos, Informe y Orden, IB Docket Nº 96-111 (1997) (Orden DISCO II).





� Modificación de las Políticas de Reglamentación de la Comisión para Autorizar a Estaciones Espaciales Extranjeras con Licencia a Suministrar Servicios Nacionales e Internacionales de Satélite en los Estados Unidos, Primera Orden de Reconsideración, IB Docket Nº 96-111 (1999) (Primera Orden de Reconsideración DISCO II).





� Véanse más detalles del análisis ECO-SAT en el párrafo 40 de la Orden DISCO II.





� Normas y políticas relativas a la participación extranjera en el mercado estadounidense de las telecomunicaciones, entrada en el mercado y reglamentación de entidades de afiliación extranjera, Informe y Orden y Orden de Reconsideración, IB Docket Nos 97-142 y 95-22 (1997) (Orden sobre Participación Extranjera), párrafo 50.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� Orden sobre Participación Extranjera, párrafo 63.





� Orden sobre Participación Extranjera, párrafo 17.





� El sistema de tasas de distribución se refiere a los principios de fijación de precios utilizados en los acuerdos de interconexión entre operadores internacionales, para que los ingresos procedentes de llamadas internacionales se puedan compartir entre el operador del país de origen y el del país de destino del tráfico.





� Reforma de la Política de Liquidaciones Internacionales, Tasas de Liquidaciones Internacionales, Informe y Orden, IB Docket Nos 02-324 y 96-261 (2004).  La lista de rutas internacionales que no están sujetas a la política de liquidaciones internacionales está disponible en:  � HYPERLINK "http://www.fcc.gov/ib/pd/pf/isp_exempt.html" ��http://www.fcc.gov/ib/pd/pf/isp_exempt.html�.


� Tasas de Liquidación Internacional, Informe y Orden (1997) (Orden sobre Referencias).





� Informe y Orden de Reconsideración y Orden de Levantamiento del Aplazamiento (1999), párrafo 19.





� Orden sobre Participación Extranjera, párrafos 215 a 292.





� Cable and Wireless, Inc., Orden, Autorización y Certificado (1998), párrafo 19.





� Orden sobre Participación Extranjera, párrafo 51.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� El informe está disponible en línea en:  http://www.ustr.gov/Trade_Sectors/Telecom-E-commerce/ Section_1377/Section_Index.html.





� 47 USC 251 et seq.





� 47 USC 252(d)(1).  Véase también Aplicación de las Disposiciones sobre Competencia Local de la Ley de Telecomunicaciones de 1996;  Interconexión entre empresas de servicios de telefonía local y proveedores de servicios comerciales móviles de radio, CC Docket Nos 96-98, 95-185, Primer Informe y Orden (1996) (Orden sobre Competencia Local).





� 47 USC 251(d)(2).





� Acceso desagregado a elementos de la red, Examen de las obligaciones de desagregación de las empresas titulares de servicios de telefonía local, WC Docket Nº 04-313, CC Docket Nº 01-338, Orden sobre Reenvío (2004-2005) (Orden sobre Reenvío Trienal).





� Examen de las obligaciones de desagregación de las empresas titulares de servicios de telefonía local, Aplicación de las Disposiciones sobre Competencia Local de la Ley de Telecomunicaciones de 1996, Despliegue de servicios inalámbricos que ofrecen capacidades avanzadas de telecomunicaciones, CC Dockets Nos 01-338, 96-98, 98-14, Informe y Orden y Orden sobre Reenvío y Notificación Ulterior de Propuesta de Adopción de una Decisión (2003) (Orden de Examen Trienal).


� Federal Register, 70 FR 8941, 24 de febrero de 2005.





� Bauer (2005).





� Orden sobre Reenvío Trienal, párrafo 220.





� Véase, por ejemplo, la Orden de Examen Trienal, párrafo 292.





� Véase Orden de Examen Trienal, párrafos 273 a 297, y Examen de las obligaciones de desagregación de las empresas titulares de servicios de telefonía local, Aplicación de las Disposiciones sobre Competencia Local de la Ley de Telecomunicaciones de 1996, Despliegue de servicios inalámbricos que ofrecen capacidades avanzadas de telecomunicaciones, CC Dockets Nos 01-338, 96-98, 98-147, Orden de Reconsideración, párrafos 7 a 9.





� Orden de Examen Trienal, párrafo 228.





� Por "compensación entre empresas" se entienden los pagos entre empresas de telecomunicaciones con redes interconectadas en concepto de transporte y terminación del tráfico.





� Elaboración de un régimen unificado de compensación entre empresas, Notificación Ulterior de Propuesta de Adopción de una Decisión, CC Docket Nº 01-92 (2005), párrafo 5.





� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.





� CC Docket Nº 01-92 (2005), párrafo 3.





� El arbitrio reglamentario se produce cuando las entidades sujetas a reglamentación reordenan sus transacciones para aprovechar un trato reglamentario más ventajoso, aunque esas actuaciones, de no ser por la reglamentación, se considerarían costosas o ineficientes.





� Federal Register, 70 FR 15030, 24 de marzo de 2005.





� Las exportaciones alcanzaron un total de 37.000 millones de dólares EE.UU. y las importaciones se situaron en 54.200 millones de dólares EE.UU.  Información en línea de la Oficina de Análisis Económicos (BEA).  Disponible en:  http://www.bea.doc.gov/bea/international/bp_web/simple.cfm?anon=240&table_ id=3&area_id=3.





� Información en línea de la Administración Marítima.  Disponible en:  www.marad.dot.gov/ MARAD_statistics.





� Información en línea de la Administración Marítima.  Disponible en:  www.marad.dot.gov/ MARAD_statistics/Country-MFW-7-04.pdf.





� Documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.





� Información en línea de la Administración Marítima.  Disponible en:  www.marad.dot.gov/ welcome/mission.html.





� Información en línea de la FMC.  Disponible en:  http://www.fmc.gov.





� Información en línea de la Administración Marítima.  Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.marad.dot.gov/programs/" ��www.marad.dot.gov/ programs/�smallvessel/small_vessel_waivers.html.





� Federal Maritime Commission (2002).





� Federal Maritime Commission (2005).





� Comisión Marítima Federal, Empresas de transporte controladas en virtud de la Ley de Transporte Marítimo de 1984, Notificación, 5 de mayo de 2005.  http://www.fmc.gov/Dockets/FR%20Notice%202005%20 Controlled%20Carrier%20List.htm.





� MARAD (2003a).





� Oficina de Análisis Estadístico y Económico de la Administración Marítima.





� Los organismos pueden optar por porcentajes preferenciales más altos.  Véase MARAD (2004), página 35.





� Por diferencia del flete marítimo se entiende la diferencia entre el costo de transportar carga en un buque de pabellón estadounidense en comparación con transportar esa misma carga en un buque de pabellón extranjero.





� MARAD (2003a).





� La capacidad de los buques en arribada a puertos estadounidenses del Pacífico aumentó en más de un 30 por ciento de 1999 a 2003.  (MARAD, 2004).





� Información en línea de la MARAD.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov/Headlines/ factsheets/PDF%20Versions/Port%20Development-FS.pdf.





� Información en línea de la MARAD.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov/programs/ port.html.





� Documento S/C/W/71 de la OMC, de 24 de noviembre de 1998.





� Información en línea de la Administración de Transporte y Seguridad.  Disponible en:  http://www.tsa.gov/public/.





� U.S. Department of Homeland Security (2005).


� Información en línea de la MARAD.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov/TitleXI/crf.html.





� Información en línea de la MARAD.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov/TitleXI/crf.html.





� Departamento de Transporte de los Estados Unidos (2005a), Administración Marítima, Compilation of Maritime Laws, abril de 2005.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov/Publications/05%20reports/ MaritimeLaws(2005)qxd/pdf.





� MARAD (2003b).





� Programa de Construcción de Buques Tanque para la Defensa Nacional.  Disponible en:  https://voa.marad.dot.gov/ndtvc/.





� Department of Transportation (2005b).





� Información en línea de la Administración Federal de Aviación.  Disponible en:  http://www.faa.gov.





� 49 USC 40102(a)(15).





� Departamento de Transporte, Oficina de Análisis de Aviación, Programa de Servicios Aéreos Esenciales, http://ostpxweb.dot.gov/aviation/X-50%20Role_files/EAS.htm#Reports.





� GAO (2003).





� Órdenes del Departamento de Transporte de los Estados Unidos 2004-4-1 y 2004-4-2, 1º de abril de 2004.  Disponible en línea en:  http://ostpxweb.dot.gov/.





� Air Traffic Organization (2005).





� Información en línea de la ATO.  Disponible en:  http://www.ato.faa.gov/DesktopModules/ PrintArticle.aspx?Itemid=224&srcid=0.





� Air Traffic Organization (2005).





� La lista de los Acuerdos de cielos abiertos suscritos por los Estados Unidos está disponible en línea en:  http://ostpxweb.dot.gov/aviation/intav/avtnintl.htm.








